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tado séptimo de la Disposición transitoria cuarta de la
Ley 45/1985, de 23 de diciembre, de impuestos
especiales.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a trece de diciembre de dos mil
uno.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Tomás S.
Vives Antón.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—María Emilia Casas
Baamonde.—Javier Delgado Barrio.—Elisa Pérez
Vera.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Eugeni Gay Mon-
talvo.—Firmado y rubricado.

908 Pleno. Sentencia 235/2001, de 13 de diciem-
bre de 2001. Recurso de inconstitucionali-
dad 1487/96. Promovido por el Consejo Ejecu-
tivo de la Generalidad de Cataluña contra la
Ley 3/1996, de 10 de enero, sobre medidas
de control de sustancias químicas cataloga-
das susceptibles de desvío para la fabricación
ilícita de drogas.
Competencias en materia de seguridad públi-
ca y policía autónoma propia. Votos par-
ticulares.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Presidente;
don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García Manza-
no, don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla,
don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo Jimé-
nez Sánchez, doña María Emilia Casas Baamonde, don
Javier Delgado Barrio, doña Elisa Pérez Vera, don Roberto
García-Calvo y Montiel y don Eugeni Gay Montalvo,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 1487/96,
planteado por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Cataluña contra la Ley 3/1996, de 10 de enero, sobre
medidas de control de sustancias químicas catalogadas
susceptibles de desvío para la fabricación ilícita de dro-
gas. Ha comparecido y formulado alegaciones el Abo-
gado del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don
Vicente Conde Martín de Hijas, quien expresa el parecer
del Tribunal.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro del
Tribunal el día 10 de abril de 1996, el Letrado de la
Generalidad de Cataluña don Xavier Castrillo i Gutiérrez,
en la representación que legalmente ostenta, formaliza
recurso de inconstitucionalidad contra los arts. 11,
12, 26 y 27 de la Ley 3/1996, de 10 de enero, sobre
medidas de control de sustancias químicas catalogadas
susceptibles de desvío para la fabricación ilícita de dro-
gas. En el escrito de alegaciones se sostiene lo siguiente:

a) El Letrado de la Comunidad Autónoma comienza
su alegato exponiendo que el recurso de inconstitucio-
nalidad contra la Ley 3/1996 está motivado por la reser-
va a favor de la Administración del Estado de las
funciones ejecutivas previstas en los cuatro artículos
impugnados, lo que excluye que dichas funciones sean

realizadas concurrentemente por los órganos adminis-
trativos de las Comunidades Autónomas que han asu-
mido competencias en materia de seguridad pública y
que disponen de policía propia.

De este modo, el recurso de inconstitucionalidad tiene
un contenido eminentemente competencial, circunscrito
a obtener la plena equiparación, en cuanto a la ejecución
en el territorio de Cataluña de las medidas previstas en
la Ley 3/1996, entre las autoridades estatales y las de
la Generalidad y entre las policías que de ellas dependen,
de manera que la actuación de unas y otras se efectúe
según lo previsto en el bloque de la constitucionalidad.

La policía autonómica ha sido creada por la Ley del
Parlamento catalán 19/1983, según lo previsto en el
art. 13.1 EAC y conserva la denominación histórica de
un cuerpo que data de finales del siglo XVII y que fue
la primera fuerza de policía en Cataluña y pionero en
todo el Estado, el Cuerpo de Mossos d’Esquadra. Dicho
Cuerpo constituye un cuerpo de seguridad en el sentido
mencionado en el art. 104 CE, es decir, es un colectivo
policial cuya misión principal consiste en proteger el libre
ejercicio de los derechos y libertades y en garantizar
la seguridad ciudadana.

Desde el momento de la refundación de la policía
catalana, ésta ha ido ejerciendo, de acuerdo con los cri-
terios que han determinado su efectivo despliegue en
el territorio, las funciones policiales ordinarias, quedando
en todo caso en manos de los cuerpos de seguridad
del Estado la seguridad pública de carácter extra y supra-
comunitario, sin que sea necesario pormenorizar el efec-
tivo proceso de despliegue que se ha realizado según
los acuerdos adoptados en la Junta de Seguridad. Este
proceso de progresiva implantación de la policía auto-
nómica no debe oscurecer las previsiones legales sobre
la misma, de modo que en su día el Cuerpo de los Mossos
d’Esquadra desempeñe su actividad en todo el territorio
catalán.

Por ello resulta necesario evitar que se altere el repar-
to competencial previsto constitucionalmente en materia
de seguridad pública, como hace la Ley 3/1996, que
al contener la exclusiva mención de las autoridades esta-
tales como únicas competentes respecto de la ejecución
de sus previsiones, supone un serio obstáculo para el
ejercicio de las mismas por las autoridades autonómicas.

En situaciones como la presente, de ordinario, el legis-
lador estatal ha establecido una cláusula específica de
salvaguardia de las competencias autonómicas. Así lo
ha hecho, por ejemplo, en la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana,
o en la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre espectáculos
taurinos; y en términos incluso más explícitos se pro-
nuncia la Disposición adicional primera del Real Decreto
146/1996, que modifica el Reglamento de espectáculos
taurinos. En cambio, en la Ley 3/1996, objeto de este
recurso, no se encuentra una medida semejante, por
lo que el silencio conlleva la vulneración competencial.
No se está ante el silencio del Gobierno al dictar una
norma reglamentaria, supuesto al que se ha referido en
ocasiones el Tribunal Constitucional para rechazar la
necesidad del establecimiento por aquél de dichas cláu-
sulas (STC 95/1984), sino ante el silencio de una norma
legal que, al designar al Ministerio de Justicia e Interior
como competente para ejecutar la Ley, excluye, en con-
secuencia, cualquier intervención de las Comunidades
Autónomas al respecto, aunque no la prohíba expresa-
mente. Y tampoco es constitucionalmente aceptable
entender que el legislador no vulnera todavía el orden
competencial, pues el art. 1 c) permite que sea el Minis-
terio quien luego determine la posibilidad de intervención
de los servicios autonómicos en los supuestos en que
resulten competentes, ya que las competencias de la
Generalidad de Cataluña no surgen, ni pueden quedar
a la disposición de su eventual reconocimiento por el
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ejecutivo estatal. Tal posibilidad, aunque condujera a un
resultado final competencialmente correcto, no suspen-
de el criterio, reiteradamente postulado por el Tribunal
Constitucional, de que el orden de reparto competencial
emana del bloque de la constitucionalidad, y resulta indis-
ponible, tanto para el poder legislativo como para el
poder ejecutivo ordinarios.

b) El Letrado de la Generalidad de Cataluña examina
a continuación el marco competencial en el que debe
situarse la Ley recurrida, y manifiesta que, de acuerdo
con su preámbulo, el legislador estatal ha dictado dicha
Ley, pretendiendo ejercer la competencia que el
art. 149.1.29 CE le atribuye en materia de «seguridad
pública».

Con el fin de determinar, efectivamente, el encua-
dramiento competencial pertinente, el Letrado de la
Generalidad señala que, para realizar dicho encua-
dramiento, la doctrina constitucional (SSTC 252/1988,
13/1989 y 2/1993) indica que es necesario atender
al objeto material, contenido y finalidad de la norma
correspondiente.

El examen del articulado de la Ley 3/1996 indica
que en el Capítulo I se define su ámbito objetivo como
el de las medidas de control sobre las sustancias
químicas catalogadas que allí se mencionan, para evitar
su desvío a la fabricación ilícita de drogas tóxicas y estu-
pefacientes. Se trata de los denominados «precursores»,
un total de veintidós productos químicos que, sin ser
en sí mismos estupefacientes o sustancias psicotrópicas,
resultan necesarios para su fabricación. La Ley excluye
expresamente su aplicación a los medicamentos y pro-
ductos farmacéuticos que contengan esas sustancias,
de manera que el sector sobre el que se opera es el
de la industria química en general. El art. 2, por su parte,
se ocupa de los sujetos obligados por los mandatos de
la Ley, haciendo referencia a toda persona física o jurídica
que se dedique habitual u ocasionalmente a la fabri-
cación, transformación, almacenamiento, distribución,
corretaje, comercialización, importación, exportación,
tránsito o cualquier otra actividad conexa, de las sus-
tancias químicas catalogadas.

El Capítulo II se ocupa de las obligaciones de los
sujetos obligados, que son de información y colabora-
ción, inscripción en el Registro de operadores, obtención
de licencia de actividad, etiquetado, identificación de las
sustancias en la documentación administrativa y mer-
cantil, conservación de esta última, etc.

El Capítulo III se ocupa de las autoridades compe-
tentes para la llevanza del Registro de operadores, con-
cesión de licencias y control sobre las diversas obliga-
ciones impuestas. Los Capítulos IV y V, respectivamente,
regulan el régimen sancionador y el correspondiente pro-
cedimiento, mientras que, por último, el Capítulo VI se
refiere a las normas especiales de colaboración.

Esta visión general permite comprobar que el objeto
material de la Ley 3/1996 es la producción y comer-
cialización de unos productos químicos llamados «pre-
cursores», aunque no se ocupa de la ordenación material
de este sector industrial, el cual está liberalizado desde
la entrada en vigor del Real Decreto 2135/1980, de 26
de septiembre, que permite la instalación, ampliación
y traslado de las industrias en general, sin necesidad
de disponer, como hasta entonces, de autorización admi-
nistrativa previa.

Recuerda el Letrado de la Generalidad que el art. 12.3
de la Ley 1/1992, de 21 de febrero, de protección de
la seguridad ciudadana, bajo el epígrafe «Actividades
relevantes para la seguridad ciudadana», atribuye al
Gobierno la posibilidad de acordar el registro para la
fabricación, almacenamiento y comercio de los produc-
tos susceptibles de ser utilizados en la elaboración de
drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas
y otras gravemente nocivas para la salud, por lo que,

en virtud de dicha relevancia, cabe someterlas a un régi-
men administrativo-policial de control registral, a seme-
janza de lo que ocurre con el hospedaje.

En cuanto al contenido de la Ley 3/1996, se ha cons-
tatado que las obligaciones impuestas (notificación de
operaciones que puedan implicar desviaciones para la
fabricación ilícita de drogas tóxicas, posesión de licencia
de actividad, etc.) configuran un control administrativo
de tipo eminentemente gubernativo-policial.

Por último, en lo relativo a su finalidad queda claro
que la norma pretende establecer un control sobre la
fabricación y comercialización de determinados produc-
tos químicos a causa del riesgo de que puedan ser des-
viados para la realización de actividades ilícitas. Es decir,
la Ley tiene como objeto directo la prevención de la
actividad delictiva consistente en el desvío de estas sus-
tancias para la fabricación ilícita de drogas tóxicas noci-
vas para la salud y como objetivo indirecto la protección
de la salud de los ciudadanos.

Llama la atención también el representante procesal
de la Generalidad que el art. 371 del Código Penal
de 1995 sanciona los actos de fabricación, transporte,
distribución y comercialización de los llamados «precur-
sores», cuando se realicen a sabiendas de que van a
utilizarse en la producción ilícita de drogas tóxicas, en
línea con el compromiso asumido en el Convenio de
las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupe-
facientes y sustancias psicotrópicas, firmado en Viena
el 20 de diciembre de 1988, del que España es parte.

La misma finalidad se constata en la normativa comu-
nitaria, singularmente la Directiva CEE 92/109, modi-
ficada por la directiva CEE 93/46, que obliga a los Esta-
dos miembros a establecer medidas de control al
respecto.

De las anteriores consideraciones deduce la repre-
sentación de la Generalidad que la Ley 3/1996 responde
preferentemente a la materia «seguridad pública», sobre
la que el Estado puede ejercer las competencias que
le atribuye el art. 149.1.29 CE.

Esta consideración no es incompatible con que desde
otros títulos competenciales se puedan adoptar también
medidas de control. Así, desde la competencia en la
materia de «industria», como ocurre con las empresas
dedicadas a la fabricación de explosivos. Y también des-
de la competencia en materia de «sanidad», pues así
lo justifica el riesgo sanitario y social que se pretende
prevenir (STC 136/1991).

c) El art. 149.1.29 CE atribuye al Estado la com-
petencia exclusiva sobre la materia «seguridad pública,
sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías
por las Comunidades Autónomas en la forma que se
establezca en los respectivos Estatutos en el marco de
lo que disponga una ley orgánica». Sobre la materia de
«seguridad pública», la STC 33/1982, de 8 de junio,
declaró que supone una noción más precisa que la de
«orden público» y que se centra en la actividad dirigida
a la protección de personas y bienes (seguridad en sen-
tido estricto), y al mantenimiento de la tranquilidad u
orden ciudadano, que son finalidades inseparables y
mutuamente condicionadas.

Este mismo criterio se aplicó en las SSTC 42/1983,
117/1984 y 123/1984. A ello, la STC 59/1985 añadió
que no toda la normativa encaminada a conseguir la
seguridad de personas y bienes puede englobarse en
la materia de «seguridad pública», pues en ésta, en un
sentido más estricto, hay que situar de modo predo-
minante las organizaciones y los medios instrumentales,
en especial los cuerpos de seguridad a que se refiere
el art. 104 CE.

El centro de gravedad de la seguridad pública lo cons-
tituyen las actuaciones de las fuerzas y cuerpos de segu-
ridad, de manera que el ejercicio de la competencia gené-
rica del art. 149.1.29 CE sobre seguridad pública resulta
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inescindible de la misión de proteger el libre ejercicio
de los derechos y libertades y garantizar la seguridad
ciudadana que el art. 104 CE atribuye a las fuerzas y
cuerpos de seguridad. Tanto es así que las leyes orgá-
nicas a que se remiten ambos preceptos constitucionales
han venido de hecho a coincidir en una única Ley Orgá-
nica, la 2/1986, de 13 de marzo, sobre fuerzas y cuerpos
de seguridad.

De otro lado, el art. 13 EAC habilita a la Generalidad
de Cataluña para crear una policía autónoma en el marco
del Estatuto y de la Ley Orgánica prevista en el
art. 149.1.29 CE y establece, entre otras cuestiones,
las funciones que habrá de ejercer tal policía, a saber:
a) la protección de las personas y bienes y el mante-
nimiento del orden público; b) la vigilancia y protec-
ción de los edificios e instalaciones de la Generalidad;
y c) las otras funciones previstas en la Ley Orgánica
antes referida.

Así pues, la Ley Orgánica 2/1986, de fuerzas y cuer-
pos de seguridad (en adelante LOFCS), es el instrumento
que, junto con la Constitución y los Estatutos, es preciso
tener en cuenta para fijar con exactitud el régimen com-
petencial en materia de seguridad pública, y resulta fun-
damental como parámetro para decidir sobre la cons-
titucionalidad de las previsiones de la Ley 3/1996, objeto
del presente recurso. Veamos, pues, cómo se enfoca
en la LOFCS la distribución competencial en materia de
seguridad pública.

El Letrado de la Generalidad de Cataluña indica a
continuación que la exclusividad de la competencia del
Estado en materia de «seguridad pública» debe ser mati-
zada. Y en ello, en primer lugar, porque así lo hace el
propio art. 149.1.29 CE, en la medida en que contempla
la posibilidad de que las Comunidades Autónomas pue-
dan crear policías propias. Y, en segundo lugar, porque
el art. 148.1.22 CE reconoce a las Comunidades Autó-
nomas la posibilidad de asumir potestades de coordi-
nación y otras facultades en relación con las policías
locales, competencias éstas que son de «seguridad» (STC
85/1993), y que actúan como límite a las facultades
estatales. Por tanto una lectura integrada del texto cons-
titucional lleva a concluir que se trata de una exclusividad
relativa, y que estamos ante una materia peculiarmente
compartible.

A la misma necesidad de matizar el carácter exclusivo
de la competencia estatal en materia de «seguridad públi-
ca» lleva la consideración de la Ley Orgánica 2/1986,
de 13 de marzo, sobre fuerzas y cuerpos de seguridad,
cuyo preámbulo considera esta materia como compar-
tible por todos los poderes públicos, si bien con estatutos
y papeles diferenciados, a lo que contribuye la existencia
de varios colectivos policiales que actúan en un mismo
territorio.

Aplicando estos criterios, la LOFCS precisa en sus
arts. 11 y 12 las funciones que deben realizar las fuerzas
y cuerpos de seguridad del Estado, y alude a todas las
funciones de carácter extracomunitario y supracomuni-
tario que les corresponden. Pues bien, entre las funciones
reservadas a los cuerpos estatales no figura el control
sobre ninguna de las actividades relevantes para la segu-
ridad ciudadana (expresión utilizada por el art. 12 de
la Ley Orgánica 1/1992, sobre protección de la segu-
ridad ciudadana), una de las cuales es el contenido mate-
rial específico de la Ley 3/1996. Además debe tenerse
en cuenta que las medidas de control de sustancias quí-
micas catalogadas, susceptibles de desvío para la fabri-
cación ilícita de drogas, establecidas en la Ley 3/1996,
son algo previo y distinto a la investigación y persecución
de los delitos relacionados con la droga, a que se refiere
el art. 12.1 A) e) LOFCS, ya que aquellas medidas se
adoptan con carácter preventivo y con total indepen-
dencia y desconocimiento de si los productos químicos

catalogados que se decide controlar van a tener efec-
tivamente un uso lícito o ilícito.

Por su parte el art. 38 LOFCS dispone que las Comu-
nidades Autónomas con policía propia podrán ejercer,
a través de dichos cuerpos, diversas funciones: unas,
con carácter propio; otras, en colaboración con las fuer-
zas y cuerpos de seguridad del Estado; y las terceras,
que son de prestación simultánea e indiferenciada.

El Letrado de la Generalidad considera que ésta está
habilitada para realizar en su ámbito territorial y a través
de su policía las funciones ejecutivas de control guber-
nativo previstas en la Ley 3/1996, toda vez que el art.
38 LOFCS, en concordancia con su Disposición final
segunda, 2, prevé en su apartado 2 a) que la policía
autonómica, en colaboración con las fuerzas y cuerpos
de seguridad del Estado, tiene la función de «velar por
el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones del
Estado». Y puesto que las medidas de control de aquella
Ley 3/1996 se aplican al sector de industria química,
en el que la Generalidad de Cataluña es competente
(art. 12.1.2 EAC), debe mencionarse también el art. 38.1
c) LOFCS, que atribuye a la policía autónoma, como fun-
ción propia, «la inspección de las actividades sometidas
a la ordenación o disciplina de la Comunidad Autónoma,
denunciando toda actividad ilícita».

A la misma conclusión se llega considerando lo esta-
blecido en el art. 12 de la Ley catalana 10/1994, de
11 de julio, de la policía de la Generalidad. Y en sentido
semejante se ha pronunciado la Junta de Seguridad de
Cataluña, según se deriva del Acuerdo sobre funciones
y despliegue de la Policía de la Generalidad -Mossos
d’Esquadra, aprobado en la sesión del 17 de octubre
de 1994, y que se adjunta a la demanda, en cuyo
Anexo A) 2 puede comprobarse que, entre las funciones
que se mantienen en los cuerpos de seguridad estatales
para los territorios en que se hayan desplegado los Mos-
sos d’Esquadra, no figura ningún apartado en el que
quepa incluir las funciones que establece la Ley 3/1996,
cosa lógica, ya que no se trata de servicios de carácter
extracomunitario o supracomunitario.

De todo ello no cabe sino deducir que en materia
de seguridad pública en Cataluña se da una situación
legal de concurrencia de servicios policiales. A la luz
de las previsiones constitucionales y estatutarias y de
pronunciamientos del Tribunal Constitucional, parece
claro que la Generalidad goza, en cuanto su aspecto
orgánico, de competencia legislativa en el marco de la
LOFCS, mientras que el resto de sus competencias son
ejecutivas, de modo que la policía autónoma debe ser
reconocida como cuerpo de seguridad ordinario en Cata-
luña bajo la dirección de las autoridades catalanas. Esta
misma comprensión se contiene en la Disposición adi-
cional de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero,
sobre protección de la seguridad ciudadana, que reco-
noce a las policías autónomas la consideración de auto-
ridades a los efectos previstos en la misma.

De hecho la policía autónoma catalana ha venido rea-
lizando numerosas actividades de inspección, investiga-
ción y sanción respecto a otras de las funciones con-
sideradas relevantes para la seguridad ciudadana por
el art. 12 de la citada Ley Orgánica 1/1992, como son
las de hospedaje, comercio y reparación de objetos usa-
dos y compraventa de joyas y metales preciosos. No
es éste, en cambio, el entendimiento que se deriva de
lo dispuesto en los arts. 11, 12, 26 y 27 de la Ley
3/1996, con lo que se vulnera el orden competencial.

d) Antes de justificar las razones que determinan
la impugnación de los arts. 11, 12, 26 y 27 de la Ley
3/1996, la representación procesal de la Generalidad
de Cataluña manifiesta que no se ha objetado la previsión
de la ley de que las actividades de exportación, impor-
tación o tránsito de las sustancias químicas catalogadas
son de la competencia del Ministerio de Economía y
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Hacienda, porque cabe entender que las mismas se ins-
criben en la competencia del art. 149.1.10 CE sobre
régimen aduanero y arancelario y comercio exterior.
Tampoco se ha impugnado, continúa indicando dicha
representación, el art. 10.1, que crea en el Ministerio
de Justicia e Interior un Registro General de Operadores
de Sustancias Químicas Catalogadas, ya que las inscrip-
ciones y demás anotaciones registrales son actos admi-
nistrativos de naturaleza ejecutiva, que se incardinan con
carácter instrumental en las facultades ejecutivas de las
diversas Administraciones públicas.

En el presente caso cabe entender que la existencia
de un Registro general, de ámbito y naturaleza estatal,
a través del cual el Estado conoce y coordina la infor-
mación sobre los operadores de aquellas sustancias quí-
micas catalogadas, relevantes para la seguridad ciuda-
dana, responde a la competencia estatal sobre seguridad
pública, lo que no impide que se creen Registros propios
en las Comunidades con competencia para la protección
de las personas y bienes, de cuyos datos puede nutrirse
el Registro general. Tras ello examina los preceptos obje-
to de impugnación.

El art. 11 determina que el Ministerio de Justicia e
Interior es competente para la concesión de licencias
de actividad a los sujetos obligados por el art. 4.2 de
la misma Ley 3/1996.

Por su parte el art. 12 atribuye al mismo Ministerio
la determinación de las autoridades competentes para
recibir las notificaciones de los sujetos obligados, y para
requerirles información sobre las operaciones con sus-
tancias químicas catalogadas.

El Letrado de la Comunidad Autónoma alude al carác-
ter gubernativo-policial de estas medidas de control, y
recuerda que la licencia de actividad, a que se refiere
el art. 11 en relación con el art. 4.2, es una licencia
atípica que se otorga solamente en función de criterios
de solvencia profesional e integridad del solicitante. En
cuanto a la comunicación de información relevante para
la seguridad ciudadana, prevista en el art. 12 de la Ley
Orgánica de protección de la seguridad ciudadana, se
realiza normalmente ante los cuerpos de seguridad. Por
ello la mención exclusiva del Ministerio de Justicia e
Interior en los arts. 11 y 12, junto al silencio sobre las
funciones de los cuerpos de seguridad autonómicos,
supone la negación de las competencias de éstos, y resul-
tan, por tanto, inconstitucionales.

La impugnación de los arts. 26 y 27 es consecuencia
inmediata del planteamiento anterior, pues se refieren,
respectivamente, a la autoridad competente para incoar
e instruir el procedimiento sancionador por la comisión
de infracciones previstas en la Ley y para imponer las
correspondientes sanciones, señalándose al Ministerio
de Justicia e Interior y al Consejo de Ministros para la
imposición de sanciones por faltas muy graves.

La representación de la Comunidad Autónoma aduce
que la doctrina constitucional (STC 100/1991) ha afir-
mado que no existe objeción alguna para que las Comu-
nidades Autónomas ejerzan la potestad sancionadora
en aplicación de la normativa estatal, razón por la cual
dichas funciones ejecutivas han de poder ser realizadas
por aquéllas cuando tengan competencia en la materia
y, en este caso, deben serlo por la Generalidad en aque-
llas comarcas en que los Mossos d’Esquadra actúan
como policía ordinaria en razón al despliegue existente.

Por último, el Letrado de la Generalidad pone de relie-
ve el carácter estrictamente localizado en el territorio
que tiene la aplicación de las medidas de control de
la Ley 3/1996, pues los sujetos obligados tienen su
fábrica, almacén u oficina en lugar estable y determinado,
por lo que aquellas medidas no constituyen una moda-
lidad de control supracomunitario, sin perjuicio del nece-
sario flujo informativo entre Administraciones públicas

y de que los datos precisos figuren en un Registro
general.

El Letrado de la Generalidad concluye su alegato soli-
citando que el Tribunal dicte Sentencia por la que se
declare la inconstitucionalidad de los artículos impug-
nados.

2. Por providencia de la Sección Primera de 16 de
abril de 1996 se acuerda la admisión a trámite del recur-
so de inconstitucionalidad frente a la Ley 3/1996, pro-
movido por la Generalidad de Cataluña, dar traslado de la
demanda y documentos presentados al Congreso de los
Diputados, al Senado y al Gobierno, al objeto de que
en el plazo de quince días puedan personarse en el pro-
cedimiento y formular alegaciones, así como publicar
la incoación del recurso en el «Boletín Oficial del Estado».

3. Con fecha 7 de mayo de 1996 el Abogado del
Estado se persona en el procedimiento y presenta sus
alegaciones, que a continuación se sintetizan.

a) Comienza manifestando su coincidencia con el
Letrado de la Generalidad en lo relativo a la incardinación
de la Ley 3/1996 en la materia de «seguridad pública»
(art. 149.1.29 CE). Descarta, a su vez, el encuadramiento
en las materias de «sanidad» (art. 149.1.16 CE), «or-
denación general de la economía» (art. 149.1.13 CE)
o «industria» (art. 12.1.2 EAC). El legislador estatal ha
invocado la competencia estatal exclusiva del art.
149.1.29 CE (último párrafo del preámbulo de la Ley)
con pleno fundamento, porque el objetivo de dicha ley
es la prevención del tráfico ilícito de drogas.

Así pues, las normas de la Ley 3/1996 no pretenden
ordenar el sector de la industria química, ni someter
esta actividad industrial a intervención por razón de
estructura o coyuntura económico-social. La actividad
pública reguladora es típicamente policial: abarca la cap-
tación y análisis de información para la prevención de
delitos contra la salud pública mediante la llevanza de
registro administrativos y otras técnicas, así como la
intervención administrativa mediante licencia con fina-
lidad tutelar de la seguridad pública, verificando la sol-
vencia profesional e integridad de quienes realicen acti-
vidades, que puedan prestarse a desvíos de las sustan-
cias objeto de regulación.

La doctrina de la STC 104/1989 corrobora que el
contenido de la Ley 3/1996 ha de incardinarse en la
materia de «seguridad pública», que, como actividad diri-
gida a la protección de personas y bienes y al man-
tenimiento de la tranquilidad y orden ciudadano (SSTC
33/1982, 117/1984, 123/1984 y 59/1985), engloba
un conjunto plural y diversificado de actuaciones, aunque
orientadas a una misma finalidad, dentro de la cual que-
dan comprendidas las actividades o servicios policiales
en sentido estricto, que, sin embargo, no agotan el ámbi-
to material de lo que debe ser entendido por seguridad
pública. De otro lado, la STC 117/1984, FJ 5, recordó
que «la existencia de tal policía autónoma (la catalana)
no modifica la titularidad estatal de la competencia con-
trovertida (la del art. 149.1.29 CE)».

El Abogado del Estado también coincide con la repre-
sentación procesal de la Generalidad en que resulta tras-
cendente a los efectos del debate el art. 12.3 de la Ley
Orgánica de protección de la seguridad ciudadana, que
habilita al Gobierno para que acuerde, en relación con
las actividades relevantes para la seguridad ciudadana,
la necesidad de un Registro para la fabricación, alma-
cenamiento y comercio de productos químicos suscep-
tibles de ser utilizados en la elaboración o transformación
de drogas tóxicas u otras sustancias gravemente nocivas
para la salud.

b) La materia «seguridad pública» ha sido reservada
al Estado por el art. 149.1.29 CE como competencia
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exclusiva, que comprende tanto poner normas como dic-
tar actos o ejercer directamente la coacción pública.

Las competencias autonómicas sobre seguridad
pública son siempre de atribución y están condicionadas
a la decisión del legislador estatal. Prescindiendo del
art. 148.1.22 CE, irrelevante para este asunto, las com-
petencias autonómicas de seguridad pública se ciñen
a las inherentes a la permisión constitucional de que
puedan crearse policías autonómicas «en la forma que
se establezca en los respectivos Estatutos». Ahora bien,
los Estatutos han de moverse, a tal efecto, «en el marco
de lo que prevea una ley orgánica». De este modo, las
cláusulas estatutarias sobre las policías autonómicas y
sus funciones quedan subordinadas al marco establecido
por la ley orgánica, marco que puede alterar el legislador
general de acuerdo con sus apreciaciones políticas de
oportunidad y conveniencia.

La Ley Orgánica a que se refiere el art. 149.1.29
es actualmente la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo,
de fuerzas y cuerpos de seguridad (LOFCS), que «forma
parte del grupo normativo que ha de ser utilizado para
apreciar la conformidad o disconformidad con la Cons-
titución» de los preceptos impugnados (STC 25/1993).

Respecto a las competencias catalanas en materia
de «seguridad pública» es fundamental el tenor de la
Disposición final segunda LOFCS, en cuya virtud se per-
mite que la policía autónoma catalana se rija en primer
término por lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía
y supletoriamente por la LOFCS, con la salvedad de los
arts. 5, 6, 7, 8, 38, y 43 LOFCS, que serán de aplicación
directa.

Para el presente recurso resulta importante, de entre
los artículos de aplicación directa, el art. 38, que sólo
puede ser correctamente entendido si se pone en rela-
ción con los arts. 11 y 12 LOFCS, que enumeran las
funciones de las fuerzas y cuerpos de seguridad del
Estado.

Así se desprende también de la consideración del
art. 13 EAC. Este precepto, en su apartado 2, al deter-
minar las funciones de la policía autónoma catalana, sólo
menciona la protección de personas y bienes y el man-
tenimiento del orden público, de un lado, y la vigilancia
y protección de los edificios e instalaciones de la Gene-
ralidad, de otro, remitiéndose en lo demás a la Ley Orgá-
nica prevista en el art. 149.1.29 CE.

Por otra parte, el apartado 4 del art. 13 EAC relaciona
una serie de servicios policiales que corresponden siem-
pre al Estado. Sin embargo, dicho apartado 4 termina
su relación con una remisión en bloque a la ley orgánica
que cumpla el mandato del art. 104.2 CE, es decir, a
la LOFCS.

En consecuencia, sobre la base del propio art. 13
EAC, apartados 2 c) y 4, el presente asunto ha de ser
resuelto en consideración a lo que disponen los arts.
11, 12 y 38 LOFCS, pues los dos primeros resultan recla-
mados por el art. 13.4 EAC y el, 38 por el art. 13.2 c) EAC.

c) En cuanto a los preceptos impugnados, el Abo-
gado del Estado considera que todos ellos son plena-
mente adecuados al orden constitucional de competen-
cias, pues así se deriva de los preceptos legales de la
LOFCS, a que se acaba de aludir.

En efecto, el art. 11.1 f) y h) LOFCS atribuye a las
fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado las siguientes
funciones: «prevenir la comisión de los actos delictivos»
y «captar, recibir y analizar cuantos datos tengan interés
para el orden y la seguridad pública y estudiar, planificar
y ejecutar los métodos y técnicas y prevención de la
delincuencia». Por su parte, el art. 12.1.A e) LOFCS asig-
na al Cuerpo Nacional de Policía «la investigación y per-
secución de los delitos relacionados con la droga».

Estas funciones están reservadas en todo caso a los
cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado, según el inci-
so final del art. 13.4 EAC en relación con la Disposición

final segunda, 1 y 2, LOFCS. Teniendo en cuenta todo
ello, considera el Abogado del Estado que resultan de
la competencia estatal, de acuerdo con el art. 149.1.29 CE,
las atribuciones de los arts. 11, 12, 26, y 27 de la
Ley 3/1996, que discute la parte contraria, ya que los
mismos encajan perfectamente en los preceptos legales
indicados, especialmente en el art. 12.1.A e) LOFCS.
Naturalmente, ello no impediría establecer algún género
de colaboración con la autoridades autonómicas en el
ejercicio de dichas funciones, si se considera conve-
niente.

De otro lado, el Abogado del Estado también aduce
que las más razonable interpretación del art. 38 LOFCS
conduce también a la misma interpretación, pues las
funciones policiales reguladas en este artículo guardan
casi siempre paralelismo respecto a las formulaciones
de los arts. 11 y 12 LOFCS. En este sentido, las funciones
del art. 11. f) y h) y las del art. 12.1.A e), por su carácter
específico, no pueden encajar en las del art. 38.1 a)
y 2 a), pues éstas son de carácter general. También
carece de justificación encuadrarlas en el art. 38.1 c)
o 38.2 a), por la diferencia de naturaleza.

En definitiva, la función de las fuerzas y cuerpos de
seguridad del Estado de investigar y perseguir delitos
relacionados con la droga incluye la de adoptar medidas
preventivas, como la sumisión a licencia de las activi-
dades de que nos venimos ocupando o la acumulación
de información al respecto.

Por último, señala el Abogado del Estado que aunque
el art. 12.1 primero i) de la Ley catalana 10/1994 atri-
buye a la policía autónoma funciones de prevención de
actos delictivos, es obvio que tales funciones han de
limitarse a los actos delictivos que puedan producirse
en relación con las esferas de competencia autonómica,
pero dicha Ley autonómica no se refiere a los delitos
relacionados con la droga, ni a una función similar a
la del art. 11.1 h) LOFCS. En cuanto a los Acuerdos
de la Junta de Seguridad, aducidos de contrario, los apar-
tados A.1 y 3 b) del Anexo contienen atribuciones a
favor de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado
que justifican también la competencia estatal que se
discute. No obstante, el Abogado del Estado manifiesta
que ni la Ley 10/1994 ni los Acuerdos de la Junta de
Seguridad pueden ser tenidos en cuenta para resolver
el litigio, pues no constituyen medida de constitucio-
nalidad de la Ley 3/1996. Por todo ello, solicita que
se desestime el recurso de inconstitucionalidad.

4. Por providencia de fecha de 11 de diciembre
de 2001, se señaló para deliberación y votación de la
presente Sentencia el día 13 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del recurso de inconstitucionalidad pro-
movido por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de
Cataluña contra la Ley 3/1996, de 10 de enero, sobre
medidas de control de sustancias químicas catalogadas
susceptibles de desvío para la fabricación ilícita de dro-
gas, es la impugnación de sus arts. 11, 12, 26 y 27.

Esta impugnación de los artículos citados tiene un
alcance exclusivamente competencial, en cuanto que la
Generalidad considera que las previsiones normativas
de los mismos vulneran las competencias que tiene atri-
buidas estatutariamente. Pero debe destacarse el dato
de que la Generalidad de Cataluña no cuestiona que
los preceptos recurridos contengan la atribución al Esta-
do de las competencias que se discuten, sino que los
mismos no prevean las competencias de la Generalidad
derivadas de las competencias asumidas estatutariamen-
te sobre su propia policía autónoma, los Mossos d’Es-
quadra.

El art. 11 se impugna porque dispone que deberán
obtener una licencia de actividad, expedida por el Minis-
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terio de Justicia e Interior, «los sujetos obligados a que
se refiere el art. 4, apartado 2 de la presente Ley», esto
es, las personas físicas o jurídicas que se dediquen habi-
tual u ocasionalmente a la fabricación, transformación,
procesamiento, almacenamiento, distribución, corretaje,
transporte, comercialización o cualquier otra actividad
conexa relativa a las sustancias químicas catalogadas
susceptibles de desvío para la fabricación ilícita de
drogas.

El art. 12 determina que serán competentes para reci-
bir las notificaciones de los sujetos obligados y para
requerirles información sobre las operaciones con sus-
tancias químicas catalogadas las autoridades que en las
disposiciones de desarrollo de esta Ley se determinen
por el Ministerio de Justicia e Interior.

Por su parte, el art. 26 atribuye al Ministerio de Jus-
ticia e Interior la incoación e instrucción del procedi-
miento sancionador correspondiente a la comisión de
las infracciones previstas en la ley.

Por último, el art. 27 prevé que la imposición de san-
ciones por infracciones muy graves corresponda al Con-
sejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Justicia
e Interior, y que dicha imposición se ejercite por este
último en caso de infracciones graves y leves.

Los preceptos a que se ha hecho referencia prevén,
además de las actuaciones descritas del Ministerio de
Justicia e Interior, que constituyen el objeto del recurso
de inconstitucionalidad, otras análogas del Ministerio de
Economía y Hacienda para los supuestos de importación,
exportación o tránsito de estas sustancias químicas, las
cuales han sido excluidas expresamente del ámbito del
recurso por parte de la Generalidad, que considera que
las expresadas acciones pueden resultar amparadas por
la competencia exclusiva del Estado en materia de «co-
mercio exterior» (art. 149.1.10 CE).

2. Para la representación procesal de la Generalidad
de Cataluña, la Ley 3/1996 se incardina en la materia
de «seguridad pública», puesto que tiene como finalidad
el establecimiento de un sistema de control guberna-
tivo-policial sobre la fabricación y comercialización de
determinados productos químicos denominados «precur-
sores», los cuales pueden ser utilizados en la producción
ilícita de drogas tóxicas y estupefacientes, que se carac-
terizan por ser altamente nocivas para la salud. De esa
calificación competencial participan lógicamente los pre-
ceptos impugnados, reguladores de determinados aspec-
tos de esos controles (sometimiento a licencia de la acti-
vidad y remisión de información relevante), del proce-
dimiento sancionador y de la potestad sancionadora.
Aunque este encuadramiento competencial no resulta
incompatible, en opinión del Letrado de la Generalidad,
con su incardinación en otras materias, como son las
de «industria» y «sanidad», sin embargo, estas últimas
no pueden prevalecer sobre la de «seguridad pública».

El Letrado de la Generalidad aduce que las funciones
ejecutivas reguladas en los artículos recurridos corres-
ponden a la competencia de aquélla, puesto que el carác-
ter exclusivo de la competencia del Estado en materia
de «seguridad pública» (art. 149.1.29 CE) debe ser mati-
zado, ya que el propio precepto constitucional se refiere
a que las Comunidades Autónomas puedan crear su pro-
pia policía en el marco de lo regulado en una Ley Orgá-
nica. Cataluña dispone efectivamente de su policía autó-
noma, los Mossos d’Esquadra, la cual es competente
para la protección de personas y bienes y el mante-
nimiento del orden público (art. 13 EAC) y, por tanto,
para realizar las funciones que se discuten en este pro-
ceso, puesto que así se deriva de la propia Ley Orgá-
nica 2/1986, de 13 de marzo, de fuerzas y cuerpos
de seguridad (LOFCS), cuyos arts. 11 y 12, que rela-
cionan las funciones que corresponde llevar a cabo a
las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado, no inclu-

yen entre las mismas las que se discuten en este proceso,
las cuales, según dicho Letrado, no tienen carácter supra-
comunitario. A la misma conclusión se llega, en su opi-
nión, examinando la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de
febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana, que
reconoce a las policías autónomas la consideración de
autoridades a los efectos previstos en la misma (Dis-
posición adicional), figurando en el art. 12.3 de dicha
Ley Orgánica la posibilidad de someter a registro la fabri-
cación, almacenamiento y comercio de los productos
químicos que puedan ser utilizados en la elaboración
de drogas tóxicas.

La representación procesal del Estado coincide con la
Generalidad de Cataluña en que los artículos recurridos
han de encuadrarse en la materia de «seguridad pública»,
pues la actividad pública que la Ley 3/1996 instrumenta
es típicamente policial, ya que abarca la captación y aná-
lisis de información para la prevención de delitos contra
la salud pública mediante la llevanza de registros admi-
nistrativos y otras técnicas. Sin embargo el Abogado del
Estado considera que las funciones que reivindica la Gene-
ralidad de Cataluña son de la competencia del Estado.

Así, el Abogado del Estado sostiene, en defensa de
este planteamiento, que la materia de «seguridad públi-
ca» (art. 149.1.29 CE) ha sido reservada al Estado como
competencia exclusiva, restringiéndose la competencia
de las Comunidades Autónomas en esta materia a la
posibilidad de crear policías autónomas en el marco de
lo que prevea una ley orgánica, que es la LOFCS. Para
la determinación de las competencias de la Generalidad
en esta materia hay que tener en cuenta la Disposición
final segunda LOFCS, en cuya virtud rige en primer tér-
mino el Estatuto de Autonomía y supletoriamente la
LOFCS, salvo los arts. 5, 6, 7, 8, 38 y 43 de esta última,
que son de aplicación directa. Considera que el art. 38
LOFCS debe ponerse en relación con los arts. 11 y 12
de la misma LOFCS, que enumeran las funciones de
las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado, ya que
los arts. 11 y 12 LOFCS son reclamados por el art. 13.4
EAC y el art. 38 LOFCS lo es por el art. 13.2 c) EAC.

Pues bien, los preceptos impugnados, continúa adu-
ciendo el Abogado del Estado, son de la competencia
estatal, ya que el art. 11.1 f) y h) LOFCS atribuye a
las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado las fun-
ciones de «prevenir la comisión de actos delictivos» y
«captar, recibir y analizar cuantos datos tengan interés
para el orden y la seguridad pública y estudiar, planificar
y ejecutar los métodos y técnicas de prevención de la
delincuencia». Por otro lado el art. 12.1.A e) LOFCS asig-
na al Cuerpo Nacional de Policía «la investigación y per-
secución de los delitos relacionados con la droga».

3. Según resulta de lo expuesto, el objeto del pre-
sente recurso de inconstitucionalidad se ciñe a la deter-
minación de cuál sea la Administración competente para
realizar una serie de actuaciones de carácter ejecutivo
o aplicativo, previstas en la Ley 3/1996 en relación con
determinadas «sustancias químicas catalogadas» que,
por resultar necesarias para la producción de drogas
tóxicas, sustancias estupefacientes y psicotrópicas, son
denominadas «precursores». Entre estas actuaciones
controvertidas figura, en primer lugar, la concesión de
la licencia que condiciona el ejercicio de todo tipo de
actividad profesional relativa a dichas sustancias quími-
cas, tanto en su fase productiva, como en la de comer-
cialización o distribución. En segundo lugar se debate
qué Administración debe recibir de los profesionales las
notificaciones de información a que vienen obligados,
así como realizar los requerimientos y visitas de inspec-
ción y control que se prevén. Por último, también se
discute la Administración que puede imponer las san-
ciones relativas al incumplimiento de las obligaciones
establecidas legalmente.
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La resolución del presente recurso de inconstitucio-
nalidad nos obliga a examinar la materia en la que de
modo preferente han de encuadrarse las actividades
administrativas que se discuten. En punto a este encua-
dramiento ambas partes coinciden en que, pese a las
conexiones que sin duda pueden existir, los artículos
impugnados no se incardinan en materias como la «in-
dustria» o la «sanidad», sino que lo hacen en la materia
más específica de lo «gubernativo policial».

4. Debemos partir de la consideración inicial de que
nos encontramos ante un sector de actividades indus-
triales, que han sido objeto de una intervención admi-
nistrativa nueva previamente inexistente, y en aras de
la satisfacción de un interés, que desborda de partida
el que es propio de los confiados a la gestión de las
Comunidades Autónomas, en el que el mismo Estado
aparece en función de servidor de un interés supraes-
tatal, y vinculado por normas de ese mismo nivel, a las
que trata de dar cumplimiento por la Ley recurrida. En
ella se contempla de modo globalizado un sector de
actividad industrial, respecto del que se articulan un com-
plejo de medidas de control para la satisfacción del fin
referido. Al respecto debe destacarse que el preámbulo
de la propia Ley 3/1996, objeto del recurso de incons-
titucionalidad, hace referencia a los graves problemas
que para las sociedades modernas supone «el uso inde-
bido de drogas y su tráfico ilícito», lo que hace necesario
que se implanten medidas de control sobre aquéllas y
también sobre los productos químicos que son nece-
sarios para su fabricación o transformación, todo lo cual
ha supuesto la puesta en marcha de mecanismos jurí-
dicos de alcance supranacional, tendentes a hacer frente
a la situación planteada.

En este sentido debemos aludir a la Convención de
las Naciones Unidas de 20 de diciembre de 1988 contra
el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psico-
trópicas, hecho en Viena, y ratificado por España el 30
de julio de 1990. Las partes de dicha Convención mani-
fiestan que «son necesarias medidas de control con res-
pecto a determinadas sustancias, como los precursores,
productos químicos y disolventes, que se utilizan en la
fabricación de estupefacientes y sustancias psicotrópi-
cas y que, por la facilidad con que se consiguen, han
provocado un aumento de la fabricación clandestina de
esas drogas y sustancias», por lo que reconocen que
es necesario adoptar medidas de erradicación del tráfico
ilícito, lo que se considera como «responsabilidad colec-
tiva de todos los Estados y que, a ese fin, es necesaria
una acción coordinada en el marco de la cooperación
internacional». La Convención incluye una relación de
infracciones y sanciones, la adopción de medidas de
distinto alcance (decomiso de mercancías, extradición
de personas y, en especial, medidas de control sobre
la fabricación y distribución de estas sustancias mediante
instrumentos diversos: sometimiento a licencia de la acti-
vidad, obligaciones de información por parte de los suje-
tos autorizados, inspección de sus locales y etiquetado
de las sustancias, entre otras) y, muy especialmente,
el establecimiento de sistemas de cooperación y coor-
dinación entre los Estados signatarios.

En el ámbito de la normativa comunitaria se aprecia
que se han tomado medidas en la misma dirección, como
son el Reglamento (CEE) núm. 3677/90, del Consejo,
de 13 de diciembre de 1990, relativo a las medidas
que deben adoptarse para impedir el desvío de deter-
minadas sustancias para la fabricación ilícita de estu-
pefacientes y de sustancias psicotrópicas, modificado
por los Reglamentos (CEE) núms. 900/92, del Consejo,
de 31 de marzo de 1992, y 2959/93, de la Comisión,
de 27 de octubre de 1993. Por último, debe también
hacerse mención de la Directiva 92/109/CEE, del Con-
sejo, de 14 de diciembre de 1992, relativa a la fabri-

cación y puesta en el mercado de determinadas sus-
tancias utilizadas para la fabricación ilícita de estupe-
facientes y sustancias psicotrópicas y la Directi-
va 93/46/CEE, de la Comisión, de 22 de junio de 1993,
que modifica la anterior. Estos Reglamentos y Directivas
contienen diversas medidas de control de los llamados
precursores, las cuales han sido incorporadas a la
Ley 3/1996, que ha sido dictada, según declara su
preámbulo, ante «la necesidad de adaptar la legislación
española a las obligaciones de la [citada] Directiva comu-
nitaria y, principalmente, para regular las obligaciones
que en la misma se contemplan».

La Ley 3/1996, objeto de impugnación de este pro-
ceso, como ya se ha anticipado, somete a una serie
de controles a las personas físicas y jurídicas que se
dediquen habitual u ocasionalmente, a título gratuito u
oneroso, a la fabricación, transformación, procesamien-
to, almacenamiento, distribución, corretaje, transporte
y otras actividades de comercialización, en concordancia
con los convenios internacionales y con la normativa
comunitaria, siendo las más relevantes el sometimiento
a licencia de las actividades antes relacionadas y el esta-
blecimiento de obligaciones a los sujetos que hayan obte-
nido dicha licencia, obligaciones que se concretan en
su inscripción en un Registro estatal, la remisión de infor-
mación a las autoridades competentes y la sujeción a
sus requerimientos, la inspección de sus locales, el eti-
quetaje de los productos y el cumplimiento de ciertos
requisitos acerca de la documentación mercantil y admi-
nistrativa relativa a estas sustancias catalogadas.

Todas estas medidas responden, como se ha visto,
a la necesidad de impulsar las decisiones adoptadas en
instancias supranacionales con el fin de luchar contra
la drogadicción, siendo la cooperación y la coordinación
entre los Estados implicados un elemento clave para
su eficacia.

Por último, cabe observar que la Ley 3//1996 indica
en su preámbulo que ha sido dictada en razón a la com-
petencia del Estado en materia de «seguridad pública»
(art. 149.1.29 CE), puesto que la prevención del tráfico
ilícito de drogas se caracteriza «por constituir ... una de
las más relevantes actividades para garantizar la segu-
ridad ciudadana».

5. En mater ia de «segur idad públ ica» el
art. 149.1.29 CE atribuye al Estado la competencia exclu-
siva, «sin perjuicio de la posibilidad de creación de poli-
cías por las Comunidades Autónomas en la forma que
se establezca en los respectivos Estatutos en el marco
de lo que disponga una Ley Orgánica».

Por su parte el Estatuto de Autonomía de Cataluña
dispone en su art. 13.1 que «la Generalidad podrá crear
una Policía Autónoma en el marco del presente Estatuto
y, en aquéllo que no esté específicamente regulado en
el mismo, en el de la Ley orgánica prevista en el
art. 149.1.29 de la Constitución». Las funciones de dicha
policía autónoma se regulan en el art. 13.2 y se con-
cretan en la protección de las personas y bienes y el
mantenimiento del orden público, la vigilancia y protec-
ción de los edificios e instalaciones de la Generalidad
y en las demás funciones previstas en la Ley Orgánica
a que hace referencia el apartado 1 de este artículo.
Debe hacerse referencia también, por su necesaria con-
sideración en este caso, a otros apartados del precepto
estatutario. Así, en primer lugar, al apartado 4, que reser-
va, «en todo caso, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
del Estado, bajo la dependencia del Gobierno, los ser-
vicios policiales de carácter extracomunitario y supra-
comunitario, como la vigilancia de puertos, aeropuertos,
costas y fronteras, aduanas, control de entrada y salida
del territorio nacional de españoles y extranjeros, régi-
men general de extranjería, extradición y expulsión, emi-
gración e inmigración, pasaportes, documento nacional
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de identidad, tráfico, armas y explosivos, resguardo fiscal
del Estado, contrabando y fraude fiscal y las demás fun-
ciones que directamente les encomienda el art. 104 de
la Constitución y las que les atribuya la Ley orgánica
que lo desarrolle». Por último, el apartado 5 dispone
la creación de «la Junta de Seguridad, formada por un
número igual de representantes del Gobierno y de la
Generalidad, con la misión de coordinar la actuación de
la policía de la Generalidad y de las Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad del Estado».

Por otro lado, y puesto que el art. 149.1.29 CE prevé
la creación de policías autónomas «en la forma que se
establezca en los respectivos Estatutos en el marco de
lo que disponga una Ley Orgánica», debemos tener en
cuenta lo que se establece a tal efecto en la LOFCS,
pues es ésta la Ley Orgánica que realiza la función deli-
mitadora antedicha. En el art. 1 de la misma se señala,
de un lado, que «la seguridad pública es competencia
del Estado» y, de otro, que «las Comunidades Autónomas
participarán en el mantenimiento de la seguridad pública
en los términos que establezcan los respectivos Estatutos
y en el marco de esta Ley». Al regular las competencias
de las Comunidades Autónomas, el Capítulo II del Títu-
lo III LOFCS fija las funciones de las policías autonómicas,
que pueden ser ejercidas con un triple carácter. Como
funciones propias, en colaboración con las fuerzas y cuer-
pos de seguridad del Estado, y como prestación simul-
tánea e indiferenciada de estas últimas. No obstante
debe tenerse especialmente en consideración la Dispo-
sición final segunda de la propia LOFCS, cuyo apartado 1
dispone que «la Policía Autónoma de Cataluña se rige
por su Estatuto de Autonomía y normas que lo desarro-
llen, respecto a las que la presente Ley tendrá carácter
supletorio, de conformidad con el art. 13.1 de aquél».
Por su parte el apartado 2 de la misma Disposición final
segunda determina que «no obstante lo establecido en
el número anterior, por su carácter general, serán de
aplicación directa al régimen de policía de Cataluña los
artículos 5, 6, 7 y 8 de esta Ley, y, en virtud de lo
dispuesto respectivamente en los apartados 2 c), 7 y 4
del art. 13 del Estatuto de Cataluña, los artículos 38, 43
y 46 de la misma».

6. Expuesto el marco normativo vigente, para con-
figurar el canon de enjuiciamiento que nos permita resol-
ver este recurso de inconstitucionalidad debemos recor-
dar que acerca de la materia «seguridad pública» hemos
declarado que «se refiere a la protección de personas
y bienes y al mantenimiento de la tranquilidad u orden
ciudadano» (STC 104/1989, de 8 de junio, FJ 3, con
cita de las SSTC 33/1982, de 8 de junio, 117/1984,
de 5 de diciembre, 123/1984, de 18 de diciembre,
y 59/1985, de 6 de mayo), precisando en esta misma
resolución y fundamento jurídico que dicha materia inclu-
ye «un conjunto plural y diversificado de actuaciones,
distintas por su naturaleza y contenido, aunque orien-
tadas a una misma finalidad tuitiva del bien jurídico así
definido. Dentro de este conjunto de actuaciones hay
que situar, incluso de modo predominante, las especí-
ficas de las organizaciones instrumentales destinadas
a este fin y, en especial, las que corresponden a los
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, a que se refiere el
art. 104 CE. Pero, por relevantes que sean, esas acti-
vidades policiales, en sentido estricto, o esos servicios
policiales no agotan el ámbito material de lo que hay
que entender por seguridad pública en cuanto que con-
cepto delimitador de la competencia, aun sólo ejecutiva,
de los poderes públicos. Otros aspectos y otras funciones
distintas de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, y atri-
buidas a otros órganos y autoridades administrativas ...
componen, sin duda, aquel ámbito material» (STC
104/1989, de 8 de junio, FJ 4).

Este criterio lo hemos reiterado después, al poner
de manifiesto la necesaria «distinción entre el conjunto

plural y diversificado de actividades correspondientes a
la materia seguridad pública y las actividades policiales,
con la afirmación de la inclusión de éstas entre aquéllas»
(STC 175/1999, de 30 de septiembre, FJ 5), y al afirmar
que no puede realizarse «una identificación absoluta
entre la materia seguridad pública y las actuaciones que
son propias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, es
decir, no se reduce la normativa propia de la seguridad
pública a regular las actuaciones específicas de la lla-
mada Policía de Seguridad» (STC 148/2000, de 1 de
junio, FJ 6).

Como complemento de lo expuesto, resulta necesario
asimismo tener en cuenta que: «no resulta fácil distinguir
en ocasiones lo que debe entenderse por funciones o
servicios policiales en sentido estricto ... de otros
servicios y actividades de distinta naturaleza y semejante
finalidad. También es verdad que, aunque lógicamente
identificables por criterios tales como su contenido o
la clase de órganos y autoridades a quienes se enco-
miendan, ciertas facultades administrativas no son sepa-
rables, por su inherencia o complementariedad, de las
tareas de prevención e investigación de hechos delictivos
y persecución de los culpables, del mantenimiento del
orden ciudadano y otros análogos que se atribuyen a
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad» (STC 104/1989,
de 8 de junio, FJ 4; en igual sentido, STC 175/1999,
de 30 de septiembre, FJ 5).

7. Pues bien, teniendo en cuenta el ámbito objetivo
que, según lo expuesto, tiene la materia «seguridad públi-
ca» en nuestra doctrina, es claro que los artículos de
la Ley 3/1996 que han sido objeto de recurso de incons-
titucionalidad se encuadran en dicha materia.

El preámbulo de la Ley 3/1996, objeto de este recur-
so de inconstitucionalidad, hace hincapié en que «la
necesidad de control por parte de los poderes públicos
se verifique no sólo con respecto a los estupefacientes
y sustancias psicotrópicas propiamente dichas, sino tam-
bién respecto de aquellos productos químicos necesarios
para la fabricación o transformación de los mismos como
una forma más de reducción de la oferta».

Por su parte, el art. 1 de la misma declara que «la
presente Ley regula las medidas de control sobre las
sustancias químicas catalogadas para evitar su desvío
a la fabricación ilícita de drogas tóxicas, estupefacientes
y sustancias psicotrópicas». De aquí que se imponga
una serie de controles sobre estos productos, entre los
que destacan la necesaria obtención de una licencia de
actividad por parte de los sujetos que realizan las ope-
raciones que aquella prevé en relación con dichos pro-
ductos (arts. 4.2 y 11), la inscripción de los mismos
en un Registro de Operadores (arts. 4.1 y 10), la remisión
de información a las autoridades competentes y la ins-
pección por éstas de los locales y de la documentación
correspondiente (art. 3), además de la imposición de
requisitos al etiquetado y a los documentos mercantiles
y administrativos relativos a estas sustancias (arts. 5, 6
y 7).

Pues bien, es claro que todos estos controles res-
ponden a finalidades propias de la materia «seguridad
pública», en los términos que ésta se configura, pues
no puede ignorarse la importancia que presenta en la
realidad actual la lucha contra la drogadicción, en razón
no sólo a la perturbación que las diversas formas de
drogodependencia producen en la integridad de las per-
sonas y bienes, sino muy especialmente por la quiebra
del orden y tranquilidad ciudadana que el tráfico de dro-
gas puede generar.

Por lo demás este encuadramiento competencial vie-
ne confirmado por la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de
febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana, que
dedica la Sección cuarta del Capítulo II a las «Actividades
relevantes para la seguridad ciudadana», relacionando
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entre ellas «la fabricación, almacenamiento y comercio
de productos químicos susceptibles de ser utilizados en
la elaboración o transformación de drogas tóxicas, estu-
pefacientes, sustancias psicotrópicas y otras gravemente
nocivas para la salud» (art. 12.3).

8. Ahora bien, para la decisión del recurso no es
suficiente este encuadramiento positivo de la
Ley 3/1996 en la materia «seguridad pública», sino que
además debe dilucidarse, en sentido negativo, si las
actuaciones objeto del recurso de inconstitucionalidad
no se insertan en el ámbito específico que, dentro de
tal materia genérica, constituye la actividad policial, ins-
cribiéndose entonces en la órbita de la competencia de
la Generalidad, pues «es en orden a la organización de
aquella policía autónoma y a los correspondientes ser-
vicios policiales no estatales respecto de lo que la Comu-
nidad Autónoma ... ha asumido competencias en su Esta-
tuto y no, en cambio, en relación con otras funciones
de ejecución en materia de seguridad pública»
(STC 104/1989, FJ 4).

Esta segunda cuestión ofrece quizás un nivel superior
de dificultad, que en alguna medida deriva del propio
sentido polisémico del término policía.

Por una parte, este término se usa en la doctrina
administrativista para denominar un ámbito genérico de
la actividad de la Administración, caracterizada por la
utilización de técnicas de limitación de los derechos e
intereses de los particulares, que, a su vez, pueden mani-
festarse en una plural tipología de actos, bien de sentido
netamente jurídico o incluso de carácter material. En
tal sentido se habla de actividad de policía, o de policía
administrativa.

Es, pues, un concepto objetivo.
Pero al propio tiempo el término policía alude a una

realidad mucho más concreta, como es la de un deter-
minado tipo de órganos: los de la policía gubernativa,
lo que remite a un concepto subjetivo; aunque también
tiene obviamente una vertiente objetiva, que alude a
la actividad de esos órganos.

Pues bien, en el ámbito del art. 149.1.29 CE —ma-
terias— ambos conceptos han de ser contemplados en
su aspecto objetivo.

Indudablemente los actos aludidos en el segundo sen-
tido del término tienen adecuado encuadramiento en
el ámbito de la actividad aludida bajo el concepto de
policía administrativa; pero no puede perderse de vista
la propia especificidad de este segundo significado cuan-
do de lo que se trata, como es aquí el caso, es de decidir
si un determinado tipo de actividad administrativa es
caracterizable o no de modo apriorístico como de las
propias de la policía gubernativa.

A la hora de afrontar esta decisión surge el obstáculo
añadido de que tampoco existe en la Constitución una
definición apriorística indiscutible, de sentido objetivo,
de cuál deba ser la caracterización precisa de los actos
de la policía gubernativa. En realidad la única caracte-
rización más segura al respecto es la de que la actividad
de los cuerpos de policía gubernativa es primariamente
una actividad de índole material, no jurídica, sin perjuicio
de que con carácter circunstancial a lo largo de diferentes
etapas históricas pueda haberse atribuido, o pueda atri-
buirse, a los cuerpos de policía gubernativa algún tipo
de actividad jurídica, aunque no les sea genuinamente
propia.

A tal fin conviene examinar los planteamientos rea-
lizados por el Letrado de la Generalidad de Cataluña
y el Abogado del Estado en defensa de sus respectivas
posiciones:

a) El Letrado de la Generalidad de Cataluña sostiene
que las funciones objeto de este recurso de inconsti-

tucionalidad son de la competencia de esta Comunidad
Autónoma, toda vez que se conectan directamente con
las actividades reguladas en el art. 12.3 de la Ley Orgá-
nica 1/1992, sobre protección de la seguridad ciuda-
dana, y no figuran en la relación de las que se atribuyen
a las fuerzas y cuerpos de la seguridad del Estado en
los arts. 11 y 12 LOFCS.

Conviene observar de partida respecto de este plan-
teamiento que el hecho de que las actividades cues-
tionadas puedan encuadrarse en el ámbito del art. 12
de la Ley Orgánica 1/1992, pero no en el de los arts. 11
y 12 LOFCS, lo único que implica es que dichas acti-
vidades no están confiadas a las fuerzas y cuerpos de
seguridad del Estado; mas de ello no se infiere que deban
estarlo a la policía de la Comunidad Autónoma de Cata-
luña, pues del dato negativo de la no atribución a unos
determinados cuerpos policiales no puede inferirse el
dato positivo de la caracterización de dichas actividades
como propias de la policía gubernativa, que es lo que
la argumentación analizada da por supuesto. El plan-
teamiento referido no ofrece, pues, solución adecuada
a lo que es el punto central de la cuestión, que no es
otro que el de si las actividades discutidas son, o deben
ser, propias de las atribuidas a los cuerpos de la policía.

El art. 12 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febre-
ro, sobre protección de la seguridad ciudadana, regula
las «actividades relevantes para la seguridad ciudadana»
e incluye en ellas tres ámbitos: a) las actividades de
hospedaje; el comercio, reparación y desguace de vehí-
culos y la compraventa de joyas y metales preciosos; b)
la navegación de embarcaciones de alta velocidad; y c)
la fabricación, almacenamiento y comercio de productos
químicos susceptibles de ser utilizados en la elaboración
de drogas tóxicas. Respecto de todas estas actividades
dicho artículo dispone la adopción de medidas de segu-
ridad pública. En concreto, respecto de las relacionadas
en tercer lugar, que constituyen el objeto de este recurso
de inconstitucionalidad, prevé que se pueda acordar el
registro de las expresadas actividades de fabricación,
almacenamiento y comercio.

No puede sostenerse que cualquier regulación sobre
las actividades relevantes para la seguridad ciudadana
haya de quedar inscrita siempre y en todo caso en el
ámbito de las funciones de los cuerpos de policía o asi-
miladas, pues es obvio que pueden regularse al respecto
actuaciones administrativas que, sin dejar de responder
a finalidades propias de la materia «seguridad pública»,
no se incardinen en el ámbito de la actividad de dichos
cuerpos, único espacio en el que la Generalidad de Cata-
luña puede desenvolver las competencias estatutarias
relativas a su policía propia. Es decir, lo significativo des-
de la perspectiva de la distribución de competencias
entre el Estado y la Generalidad de Cataluña en el caso
que nos ocupa es la determinación de si las funciones
públicas objeto de litigio se inscriben en el ámbito de
la actividad propia de los cuerpos de policía o la inherente
necesariamente a ella o, por el contrario, cumplen un
papel característico en relación con la «seguridad públi-
ca» desde una perspectiva separada de la actividad de
la policía gubernativa.

En este sentido es bien cierto que en nuestra STC
175/1999, de 30 de septiembre, FJ 5, ya examinamos
una controversia competencial relativa también a deter-
minadas «actividades relevantes para la seguridad ciu-
dadana», en concreto, y entre otras, las de comercio,
reparación y desguace de vehículos de motor y com-
praventa de joyas y metales preciosos (art. 13.1 de la
Ley Orgánica 1/1992) y consideramos allí que en ese
caso, atendiendo a todas sus connotaciones, se recla-
maba la conexión de tales actividades con las funciones
policiales o asimiladas, puesto que constatamos que las
propias normas debatidas contenían «el dato de la carac-
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terización de las funciones cuestionadas como propias
de los servicios policiales» (STC 175/1999, FJ 6). Sin
embargo esta conclusión alcanzada entonces no puede
proyectarse miméticamente sobre el presente caso,
pues, como ya hemos dicho, debemos apreciar si lo deba-
tido ahora se inscribe o no en el ámbito de la actividad
específica de la policía gubernativa.

Lo relevante en dicha Sentencia, y el elemento dife-
rencial del caso allí decidido respecto al actual, era que
la norma entonces cuestionada (una Orden Ministerial),
consideraba las actividades a las que se refería como
policiales, en el sentido de atribuirlas a cuerpos de policía
del Estado. Al propio tiempo el sentido de la norma ana-
lizada en dicha Sentencia no puede asimilarse al de la
Ley que ahora se impugna, no ya por su diferente rango,
lo que no sería decisivo desde la perspectiva compe-
tencial, sino porque la Ley que ahora se enjuicia, que
consiste en una ordenación sistemáticamente unitaria,
de signo preventivo, que nace para cumplir un compro-
miso supraestatal, supone, según ya ha quedado afir-
mado, una intervención globalizada en un sector indus-
trial, en cuyo marco global se insertan las medidas cuya
atribución competencial se debate; y es en ese marco
global y de ordenación unitaria en el que dichas medidas
encuentran su sentido.

Tampoco puede admitirse el argumento, también adu-
cido por el representante procesal de la Generalidad,
de que los artículos impugnados son de la competencia
autonómica en razón a que el Acuerdo de 17 de octubre
de 1994 sobre despliegue de la Policía de la Generalidad
—Mossos d’Esquadra— no incluya las regulaciones objeto
de la controversia entre las funciones que retienen los
cuerpos de seguridad del Estado, puesto que dicha exclu-
sión bien pudiera encontrar su razón de ser en el hecho
de que aquéllas no se incluyeran en el ámbito de las
funciones «policiales o anejas», sino en otro ámbito dis-
tinguible y separado, pero también propio de la «segu-
ridad pública», y ello sin contar con la cronología del
Acuerdo y de la Ley recurridos. Lo cual nos conduce
de nuevo a que la indagación acerca de la naturaleza
policial o no de las actividades en litigio resulta deter-
minante para la resolución del recurso de inconstitucio-
nalidad planteado.

b) El Abogado del Estado sostiene que los artículos
recurridos se incardinan en la órbita de la competencia
estatal por responder a lo regulado en los arts. 11.1.f)
y h) y 12.A e) LOFCS, y ambos preceptos resultan com-
plemento necesario de lo regulado en el art. 38 de la
propia LOFCS.

Este planteamiento tampoco lo consideramos acer-
tado, ya que la Disposición final segunda, 2, de la propia
LOFCS no recoge a los citados arts. 11.1 f) y h) y 12.A e)
entre los que son de aplicación en el ámbito territorial
de Cataluña, ni puede extraerse tal conclusión de la lec-
tura del art. 38 LOFCS, al no contener ninguna remisión
a los mismos. Pero en todo caso el argumento enturbia
más que aclara los términos de la cuestión, pues, de
aceptarlo, resultaría que debieran calificarse como acti-
vidades de los cuerpos de policía las discutidas, a partir
de cuyo presupuesto caracteriológico surge la discusión
de si, una vez calificadas como actividades de la policía,
debían corresponder a la del Estado o a la de la Comu-
nidad Autónoma, cuando de lo que se trata es de un
problema previo: el de si las actividades en cuestión,
siendo encuadrables en el ámbito genérico de la segu-
ridad pública, deben serlo también en el ámbito espe-
cífico, inserto en el anterior, de la actividad de los cuerpos
de policía gubernativa.

9. Partiendo de las anteriores consideraciones,
podemos examinar ya los artículos impugnados.

a) El art. 11 de la Ley 3/1996 se impugna por atri-
buir al Ministerio de Justicia e Interior la concesión de
la licencia de actividad a los sujetos obligados a que
se refiere el art. 4.2, es decir, a quienes se dediquen
habitual u ocasionalmente a la fabricación, transforma-
ción, procesamiento, almacenamiento, distribución,
corretaje, transporte o comercialización de sustancias
químicas catalogadas.

Tal es la cuestión debatida, pues queda extramuros
de la reivindicación de la Generalidad la atribución, con-
tenida en el mismo artículo, al Ministerio de Economía
y Hacienda de las correspondientes licencias cuando los
sujetos obligados se dediquen a «la exportación, impor-
tación o tránsito».

Conviene advertir que la licencia de actividad no con-
diciona un efecto de tracto único, como pudiera ser la
apertura del establecimiento, sino la actividad misma
en su devenir ulterior, de modo que el mantenimiento
de esa licencia puede operar como clave explicativa de
otras previsiones incluidas en el sistema de la Ley.

Ya hemos visto que la finalidad de la Ley recurrida,
según su art. 1, es el establecimiento de «las medidas
de control sobre las sustancias químicas catalogadas
para evitar su desvío a la fabricación ilícita de drogas
tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas».
Pues bien, entre dichas medidas de control se encuentra
la concesión de la licencia de actividad debatida, que
se otorgará «en función de la solvencia profesional y
de la integridad del solicitante, de acuerdo con los tér-
minos establecidos en las disposiciones reglamentarias
de desarrollo de esta Ley» (art. 4.2).

Nos encontramos, en principio, ante una medida de
las que en la tipología más común de actividades de
la Administración se consideran de policía administrativa,
caracterizada, según ya se anticipó, por la utilización de
técnicas de limitación de los derechos e intereses de
los particulares, constituyendo la que nos ocupa una
actuación administrativa de habilitación, que permite a
aquéllos el ejercicio de su actividad profesional. Dicha
técnica de autorización permite integrar el interés par-
ticular de quienes pretenden realizar las actividades a
que se refiere el art. 2 de la Ley 3/1996 con el interés
público inherente a la necesidad de controlar actividades
que, por su conexión con la producción de drogas, pue-
den entrañar riesgos para la tranquilidad y orden ciu-
dadano. No se trata, pues, de una licencia concedida
como elemento ordenador de las actividades de pro-
ducción industrial o de comercialización de sustancias
químicas catalogadas, ya que, tras la entrada en vigor
del Real Decreto 2135/1980, de 26 de septiembre,
sobre liberalización industrial, el citado es un sector libe-
ralizado para hacer efectivo el derecho de libertad de
empresa consagrado en el art. 38 de la Constitución.
Por el contrario la licencia que estamos examinando,
que condiciona a su obtención el ejercicio de la actividad,
se vincula estrechamente con el interés general propio
de la «seguridad pública», puesto que se requiere para
su obtención que el solicitante acredite su «solvencia
profesional» y su «integridad». Esta inequívoca vincula-
ción a la seguridad pública hace inoperante la alusión
de la Generalidad a su título competencial de industria.

Sentando lo anterior, lo que nos interesa resaltar aho-
ra es que la concesión de la licencia es una actuación
administrativa que no resulta propia de la actividad de
la llamada «policía de seguridad», es decir, de la que
caracteriza a las fuerzas y cuerpos de seguridad, sino
que se trata de una medida genérica de policía admi-
nistrativa de carácter preventivo por razones de «segu-
ridad pública».

El otorgamiento de la licencia para el ejercicio de
una determinada actividad industrial constituye una acti-
vidad administrativa de índole netamente jurídica, y no
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una actividad material, que es la que genuinamente
caracteriza la de los cuerpos de la policía.

Este criterio queda confirmado si se profundiza en
los efectos que el otorgamiento de la licencia tiene para
su titular, pues su concesión determina para aquél diver-
sas obligaciones, entre las que se encuentran las siguien-
tes: a) la inscripción en el Registro general o especial
de operadores de sustancias químicas catalogadas
(art. 4.1); b) la notificación de operaciones que puedan
suponer desvío de las sustancias catalogadas para la
fabricación ilícita de drogas tóxicas, la remisión de la
información que las autoridades competentes puedan
requerirles en relación con dichas sustancias, así como
el acceso de dichas autoridades a sus locales profesio-
nales (art. 3); c) la expresión de diversos extremos en
el etiquetado de los productos catalogados (art. 5); d)
la identificación de la sustancia catalogada en la docu-
mentación mercantil y administrativa (art. 6); y e) la
conservación de la documentación administrativa y
mercantil.

Es claro que todas estas obligaciones constituyen
medidas de control por razones de «seguridad pública»
que sólo resultan exigibles tras la obtención de la licencia
de actividad. Pues bien, ni la concesión de dicha licencia
ni la adopción de la mayor parte de estas medidas supo-
nen o implican actividad que deba ser desarrollada por
las fuerzas y cuerpos de seguridad, sino que se trata
de lo que genéricamente se ha venido configurando
como medidas de policía administrativa. En suma, pode-
mos afirmar que el otorgamiento de la licencia de acti-
vidad, que se erige en pórtico de las medidas antes rela-
cionadas, no puede inscribirse en el ámbito específico
de la actividad de las fuerzas y cuerpos de seguridad,
sino en el más genérico de la «seguridad pública». En
tal sentido la actividad que nos ocupa corresponde a
un ámbito administrativo prepolicial y genéricamente
preventivo, tendente a la consecución de un fin, que
puede ser compartido con el de ulteriores actividades
de los servicios de los cuerpos de la policía.

En este sentido debemos insistir en que la «seguridad
pública, como resultado, depende de la correcta adop-
ción de medidas preventivas y reactivas íntimamente
relacionadas. Pero esta relación no implica necesaria-
mente la unificación de todas las competencias sobre
seguridad pública en un mismo ente -tesis que, elevada
a categoría general, podría tener un efecto reductor de
las autonomías territoriales- sino que puede y debe esta-
blecerse a base de los instrumentos propios de la cola-
boración que implícita y recíprocamente impone la Cons-
titución al Estado y a las Comunidades Autónomas en
aquellas materias en que ejercen competencias com-
partidas -como, por ejemplo, el normal flujo de la infor-
mación obtenida por las distintas Administraciones- y,
sobre todo, a base de las exigencias de coordinación
y colaboración de los servicios estatales y autonómicos»
(STC 104/1989, FJ 4).

En algunos supuestos las medidas preventivas y reac-
tivas se predican directamente de la actividad de los
cuerpos de policía, de modo que reclaman, «como com-
plemento obligado y permanente, la presencia efectiva
de las fuerzas del orden ... con el fin de controlar los
factores de riesgo» (STC 148/2000).

En este caso, sin embargo, la licencia misma y el
haz de obligaciones que se vinculan a su concesión con-
figuran un sistema de medidas genéricamente preven-
tivas, separadas e independientes de toda intervención
de la policía gubernativa, aunque no quepa excluir que
tal sistema preventivo pueda conllevar otro complemen-
tario de carácter reactivo que, tal como se señala en
la doctrina reproducida, pudiera precisar de la interven-
ción de dicha policía y, por tanto, de la policía autónoma
de la Generalidad.

Todo ello supone que ha de ser el Estado, que dispone
de la competencia exclusiva en materia de «seguridad
pública», ex art. 149.1.29 CE, quien resulte competente
para la concesión de la licencia, por lo que el art. 11,
que la atribuye al Ministerio de Justicia e Interior, no
vulnera las competencias de la Generalidad de Cataluña.

b) El art. 12 declara autoridades competentes para
recibir notificaciones y requerir información respecto de
las obligaciones genéricas de colaboración reguladas en
el art. 3, que se imponen a quienes hayan obtenido la
licencia de actividad, a las que se determinen por el
Ministerio de Justicia e Interior en las disposiciones de
desarrollo de la Ley.

A su vez las obligaciones genéricas de colaboración
que se regulan en el art. 3 son de un triple orden: la
notificación inmediata de operaciones que pudieran per-
mitir la fabricación ilícita de drogas tóxicas, estupefa-
cientes o sustancias psicotrópicas; la entrega de la infor-
mación global o puntual que pudiera serles requeridas;
y el permiso de acceso a los locales profesionales y
el análisis de la documentación que deba ser conservada.

De cuanto hemos expuesto al referirnos el otorga-
miento de la licencia se deduce que las expresadas obli-
gaciones genéricas de colaboración son una consecuen-
cia necesaria de aquel otorgamiento, constituyendo tales
obligaciones la médula del control preventivo que se
pretende instaurar, sin dejar de ser control preventivo
de carácter prepolicial.

La medida de control que ahora nos ocupa toma su
sentido en conexión con la de la licencia de actividad.

El carácter de la actividad a que se refiere la licencia
como actividad dilatada en el tiempo, y el condiciona-
miento de la misma en esa dilación temporal, que no
en un tracto único, explica la necesidad del control de
la actividad a lo largo de su realización, y como medio
de ese control las obligaciones genéricas de información
a que el art. 12 se refiere, al tiempo que explica la unidad
de atribución orgánica de la licencia y del control de
la subsistencia de los presupuestos de su otorgamiento.
Existe así un espacio lógico perfectamente discernible
para una intervención de órganos administrativos dis-
tintos de los de la policía gubernativa.

El carácter prepolicial de ese control resulta del propio
carácter genérico de las obligaciones de información a
que se refiere y del mismo sentido genérico de preven-
ción a que se orientan esas obligaciones, lo que las
distancia de las actuaciones informativas ligadas inme-
diatamente con la investigación de delitos concretos,
actuaciones éstas que son las propiamente policiales,
o de los cuerpos de policía gubernativa.

Ese control prepolicial se inserta por lo demás en
el marco de una intervención sistemáticamente unificada
en la Ley y al servicio del fin global de la misma, que,
como ya se indicó, es el de la prevención genérica de
una especial delincuencia, cuya proyección territorial es
de por sí supracomunitaria.

Es como actividad prepolicial y de control previo como
debe interpretarse el sentido de las obligaciones gené-
ricas a que se refiere el art. 12 cuestionado, y en ese
sentido no existe invasión de competencias de la Gene-
ralidad de Cataluña.

Dentro de la inconcreta definición de los actos propios
de los cuerpos de policía gubernativa tal vez no hubiera
sido rechazable que el control a que se refiere el art. 12
hubiera podido atribuirse a dichos cuerpos como acti-
vidad inherente o complementaria de la propia de los
mismos, en el sentido que se dio a esa idea en Sentencias
precedentes ya citadas (SSTC 104/1989, 175/1999
y 148/2000). Pero que ello hubiera sido posible no supo-
ne que deba ser necesario, y menos el que pueda
considerarse contrario al orden constitucional de distri-
bución de competencias el que una Ley estatal confíe
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primariamente ese control preventivo genérico a órganos
puramente administrativos.

En todo caso se debe advertir que ese control pre-
ventivo de competencia estatal no excluye la necesaria
puesta en juego de mecanismos de colaboración con
la Generalidad de Cataluña, para que su policía pueda
realizar las actividades que le son propias, y que el cues-
tionado sistema de notificaciones y requerimientos no
excluye, y ello de acuerdo con la propia doctrina antes
reproducida, contenida en la STC 104/1989, FJ 4, en
cuanto sea necesario, que la Generalidad de Cataluña
reciba con prontitud de la Administración General del
Estado, a través de los oportunos cauces de cooperación
y coordinación, mediante la información que pudiera ser
relevante para la puesta en práctica con eficacia de las
medidas reactivas de carácter policial que deban, en
su caso, llevarse a efecto, y precisamente, en su caso,
por la propia policía autonómica.

Por todo ello, y entendido el precepto en los términos
indicados, el art. 12 tampoco infringe las competencias
de la Generalidad sobre su policía autónoma.

c) El art. 26 atribuye al Ministerio de Justicia e Inte-
rior la incoación e instrucción de los procedimientos a
que hubiera lugar por la comisión de infracciones pre-
vistas en esta Ley. Por su parte, el art. 27 establece
que la imposición de sanciones por infracciones muy
graves corresponde al Consejo de Ministros, a propuesta
del Ministerio de Justicia e Interior. Para la imposición
de sanciones por infracciones graves y leves se dispone
la competencia del expresado Ministerio.

De un lado, hemos de tener en cuenta que, según
nuestra doctrina, «la potestad sancionadora no consti-
tuye un título competencial autónomo» (por todas,
STC 156/1995, de 26 de octubre, FJ 7), sino que se
encuentra conectada a la titularidad de la materia sus-
tantiva de que se trate. De otro, es obvio que la rei-
vindicación competencial de la Generalidad de Cataluña
acerca de la potestad sancionadora regulada en los artí-
culos antedichos debe entenderse limitada a la que
corresponda a las infracciones relativas a los controles
que ha impugnado, quedando fuera la correspondiente
al resto de las infracciones.

Ciñéndonos al ámbito así acotado, la pretensión de
la Generalidad no puede ser atendida, pues la potestad
sancionadora respecto de infracciones conectadas a los
controles examinados corresponde al Estado como com-
petencia instrumental de la principal, que le ha sido
reconocida.

Debemos hacer no obstante una precisión. Es cierto
que la propia legislación orgánica estatal reconoce que
la competencia de las Comunidades Autónomas sobre
su policía incluye la potestad sancionadora correspon-
diente al ámbito de actividad de ésta, puesto que la
Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre pro-
tección de la seguridad ciudadana, establece en su
Disposición adicional que «tendrán la consideración de
autoridades a los efectos de la presente Ley las corres-
pondientes de las Comunidades Autónomas con com-
petencia para la protección de las personas y bienes
y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana, con
arreglo a lo dispuesto en los correspondientes Estatutos
y en la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad,
y podrán imponer las sanciones y demás medidas deter-
minadas en esta Ley en las materias sobre las que tengan
competencia».

Sin embargo, la exégesis de este precepto no permite
llegar a la conclusión de que en él se atribuya a las
autoridades de las Comunidades Autónomas, sin matices,
la competencia sancionadora en materia de seguridad
pública, pues debe advertirse que el precepto delimita
su mandato en su inciso final al referirse a «las materias
sobre las que tengan competencia». Tales materias son
en este caso las estrictamente policiales; pero, como se

acaba de razonar, la actividad sancionadora cuestionada
se encuadra en el ámbito genérico de la seguridad pública,
y no en el específico de la actividad de los cuerpos de
policía. Ciñéndonos al ámbito competencial que ahora nos
ocupa, resulta así que la Generalidad de Cataluña sólo
podrá imponer sanciones, al amparo de su competencia
para la protección de personas y bienes y para el man-
tenimiento de la seguridad ciudadana, cuando dichas san-
ciones se inscriban en el ámbito estricto, orgánico y fun-
cional, de la actividad de su policía autónoma, lo que
no es el caso presente, según hemos razonado.

Por todo ello, se impone la desestimación del recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de inconstitucionalidad plan-
teado por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cata-
luña frente a la Ley 3/1996, de 10 de enero, sobre
medidas de control de sustancias químicas catalogadas
susceptibles de desvío para la fabricación ilícita de
drogas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a trece de diciembre de dos mil
uno.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Tomás S.
Vives Antón.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—María Emilia Casas
Baamonde.—Javier Delgado Barrio.—Elisa Pérez
Vera.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Eugeni Gay Mon-
talvo.—Firmado y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Tomás
S. Vives Antón a la Sentencia recaída en el recurso de

inconstitucionalidad núm. 1487/96

Mi respetuosa discrepancia con el criterio de la mayo-
ría radica, fundamentalmente, en que, según creo, el
artículo 12 de la Ley 3/1996, de 10 de enero, que se
declara conforme a la Constitución, es contrario a ella
porque invade las competencias de la Generalidad de
Cataluña. Disiento, pues, tanto del fallo de constitucio-
nalidad como de la ratio que conduce a él, esto es, la
inseparabilidad a efectos competenciales del otor-
gamiento de la licencia, cuya atribución al Estado me
parece fuera de duda, y las actividades de control nece-
sarias para tal otorgamiento y ulterior subsistencia de
la licencia otorgada. Creo que la indudable conexión exis-
tente entre la licencia y las actividades reguladas en
el artículo 12 de la Ley 3/1996 no cambia la naturaleza
de estas últimas, que son inherentes o complementarias
a las estrictamente policiales en el sentido que definimos
en nuestras SSTC 104/1989, 175/1999 y 148/2000.
En mi opinión, basta compararlas con las analizadas en
dichas resoluciones para comprender que estamos ante
algo objetivamente muy semejante; y, desde esa pre-
misa, que me parece difícilmente discutible, se deriva
inmediatamente, a mi juicio, la atribución competencial
a la Comunidad Autónoma recurrente, pues estamos
ante una competencia que, como la propia decisión de
la mayoría señala, ha de dilucidarse en términos obje-
tivos, no teleológicos: esto es, por lo que la actividad
objetivamente sea y no por el fin inmediato que la Ley
le atribuya.

Pero, más que esa ratio y el fallo que la acompaña
me preocupa el ulterior desarrollo argumental con el
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que pretende reforzarse la conclusión obtenida, aunque
se trate de un simple obiter. Frente al fallo y su ratio
mi discrepancia es, como acabo de exponer, meramente
técnica; frente a la argumentación complementaria es,
además, metodológica e, incluso, de principio. Se trata,
pues, de una disidencia muy profunda aunque, innece-
sario es repetirlo, absolutamente respetuosa.

Para expresarla, comenzaré transcribiendo un párrafo
situado en el fundamento jurídico 9 b) de la no muy
afortunada estructura de la Sentencia. Dice así:

«Dentro de la inconcreta definición de los actos pro-
pios de los cuerpos de policía gubernativa tal vez no
hubiera sido rechazable el que el control a que se refiere
el art. 12 hubiera podido atribuirse a dichos cuerpos
como actividad inherente o complementaria de la propia
de los mismos, en el sentido que se dio a esa idea en
Sentencias precedentes ya citadas (SSTC 104/1989,
175/1999 y 148/2000). Pero que ello hubiera sido posi-
ble, no supone que deba ser necesario y, menos el que
pueda considerarse contrario al orden constitucional de
distribución de competencias el que una Ley estatal con-
fíe primariamente ese control preventivo genérico a órga-
nos puramente administrativos.»

Lo que parecen querer decir esas oscuras líneas es
que, dado que no existe en la Constitución lo que al
principio del mismo fundamento jurídico 9 se denomina
«una definición apriorística indiscutible» de lo que sea
actividad policial, queda en manos del legislador estatal
(nótese bien, no ya del legislador orgánico al que el artí-
culo 149.1.29 CE remite la fijación del marco compe-
tencial, sino de cualquier legislador estatal) la caracte-
rización de cualesquiera actividades como complemen-
tarias o inherentes a las que corresponden estrictamente
a los cuerpos de policía (competencia, pues, de la Comu-
nidad Autónoma) o, por el contrario, como «prepolicia-
les», para usar la discutible terminología de la Sentencia
(y, por ello, incardinables en la genérica policía admi-
nistrativa que ha de incluirse en el ámbito de la ejecución
en materia de seguridad pública de competencia estatal).

Dejando aparte la imposibilidad de que una eventual
definición de la actividad policial sea en sentido estricto
«apriorística», esto es, independiente de la experiencia,
que tal cosa significa el vocablo, me produce un cierto
estupor metodológico la idea, expresada en el párrafo
transcrito, de que allí donde no haya una definición pre-
cisa que opere como límite, la Constitución deja a la
Ley una libertad más o menos plena. Una afirmación
así se funda en la idea -que ni siquiera un cartesiano
de estricta observancia hubiera defendido- de que el sig-
nificado de las palabras depende exclusivamente de la
posibilidad de definirlas y que, por tanto, nuestro cono-
cimiento se compone sólo de conceptos y definiciones.
Esa idea no tiene en su contra más inconveniente que
el de que, en cualquier actividad intelectual que ana-
licemos de modo somero, encontramos de inmediato
la evidencia de que es falsa. Veámoslo con ejemplos
de la vida ordinaria. Probablemente no sabemos definir
los colores y, por lo tanto, ni lo hacemos ni podemos
hacerlo. Sin embargo, excepción hecha de los daltónicos,
cualquier persona adulta es perfectamente capaz de usar
con corrección los términos de color (rojo, verde, azul,
etc.). Y es ese uso generalizado, uniforme y estable el
que nos permite atribuirles significado; y, en el ejemplo
propuesto, un significado muy preciso. Para aducir otro
ejemplo, puede recordarse el caso del término «juego»,
tan conocido por el papel que desempeñó en la expo-
sición de la filosofía de lo que se ha llamado el «segundo»
Wittgenstein. No hay un «concepto» de juego ni es posi-
ble una definición per genus proximum et differentia
specifica: Entre las diversas formas de lo que llamamos
juego no hay nada común que determine la pertenencia

a una clase caracterizada por notas objetivas; sino sólo
un cierto parentesco, un «aire de familia» imposible de
definir, que resulta de nuestro uso del término y, a la
vez, lo rige. Pese a tal imposibilidad de captar el sig-
nificado mediante una definición, en el lenguaje ordinario
utilizamos la palabra «juego» con una precisión suficiente
para las necesidades de la vida, aunque no absoluta.
Nadie diría, por ello, que el término «juego» puede apli-
carse a cualquier clase de actividad.

Trasladando lo dicho al ámbito del Derecho, la
reflexión habría de comenzar señalando que, aunque el
Ordenamiento estuviese construido sobre la base de defi-
niciones, las definiciones del lenguaje ordinario no son
ni pueden ser absolutamente precisas, porque definen
términos de ese lenguaje, con inevitables márgenes de
imprecisión, en función de otros términos del mismo
que, quiérase o no, resultan también imprecisos; y, según
la tesis que parece sostener la Sentencia de la mayoría,
requerirían, a su vez, definición. Eso nos conduce a un
absurdo regreso ad infinitum y muestra el por qué el
Ordenamiento contiene tan pocas definiciones: ni las
necesita ni, por regla general, le son útiles.

Pensar que allí donde la norma superior, sea la Cons-
titución o la Ley, no contiene una definición o utiliza
palabras más o menos imprecisas otorga libertad al que
ostenta la potestad de dictar normas inferiores es con-
fundir el uso de términos con zonas de penumbra con
la atribución de potestades discrecionales y, por tanto,
dado que todo el lenguaje ordinario es más o menos
impreciso, desconocer el sentido de la jerarquía norma-
tiva o, mejor dicho, negarla: la Constitución queda en
manos de la Ley, la Ley en manos del reglamento; y
aún cabría razonar que éste quedaría en manos de sus
actos de aplicación, con lo que la idea misma de Orde-
namiento jurídico resultaría destruida. De ahí que mi obje-
ción metodológica aboque a otra de principio: la dis-
tribución de competencias en el tema que nos ocupa
la llevan a cabo exhaustivamente la Constitución, los
Estatutos de Autonomía y la Ley Orgánica a la que remite
el art. 149.1.29 CE. De modo que cualquier otra Ley
que pretenda introducir en ese orden competencial la
más mínima alteración ha de ser declarada inconstitu-
cional y nula, so pena de vaciar de contenido la idea
misma de orden constitucional de competencias. Como
estoy seguro de que la mayoría, al utilizar ese párrafo,
no ha querido en absoluto decir tanto como ha dicho,
espero que no se siga transitando por la línea que el
obiter que he destacado traza. Al fin y al cabo, como
mero obiter que es, no vincula hacia el futuro.

Madrid, diecisiete de diciembre de dos mil uno.—To-
más S. Vives Antón.—Firmado y rubricado.

Voto particular que formula la Magistrada doña María
Emilia Casas Baamonde a la Sentencia recaída en el
recurso de inconstitucionalidad núm. 1487/96, al que
se adhieren los Magistrados don Pablo García Manzano,
doña Elisa Pérez Vera y don Eugeni Gay Montalvo

Con el mayor respeto al parecer mayoritario de los
Magistrados expresado en la Sentencia, debo exponer
mi disentimiento parcial con su fundamentación y fallo.

Comparto el encuadramiento que la Sentencia efec-
túa del art. 11 de la Ley 3/1996, de 10 de enero, sobre
medidas de control de sustancias químicas catalogadas
susceptibles de desvío para la fabricación ilícita de dro-
gas en la materia competencial «seguridad pública», atri-
buida al Estado por el art. 149.1.29 CE. En relación con
los arts. 26 y 27 de la citada Ley estimo también que,
de acuerdo con la Sentencia de la que parcialmente
disiento y «según nuestra doctrina, “la potestad sancio-
nadora no constituye un título competencial autónomo”
(por todas, STC 156/1995, de 26 de octubre, FJ 7),
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sino que se encuentra conectada a la titularidad de la
materia sustantiva de que se trate», por lo que «resulta
así que la Generalidad de Cataluña sólo podrá imponer
sanciones, al amparo de su competencia para la pro-
tección de personas y bienes y para el mantenimiento
de la seguridad ciudadana, cuando dichas sanciones se
inscriban en el ámbito estricto, orgánico y funcional de
la actividad de su policía autónoma» [FJ 9 c)].

Sin embargo, no puedo compartir el razonamiento
que la Sentencia despliega y la conclusión que con ese
razonamiento alcanza de que el art. 149.1.29 CE ampara
también la regulación del art. 12 de la Ley 3/1996
impugnada. En este precepto se atribuye al Ministerio
de Justicia e Interior la designación de las autoridades
competentes para recibir las notificaciones y requerir
la información sobre las operaciones con sustancias quí-
micas catalogadas a efectos de las obligaciones gené-
ricas de colaboración a que se refiere el art. 3 de la
misma Ley. La Sentencia parte de la aceptación de que
el mencionado art. 12 excluye la posibilidad de que los
órganos de la Generalidad de Cataluña también puedan
recibir y recabar la información referida en el art. 3 de
la Ley. Diferente hubiera sido que la Sentencia hubiera
considerado que el art. 12 es un precepto neutro que
no designa directamente la autoridad competente para
ejecutar las competencias que contempla, sino única-
mente para determinar normativamente qué autoridades
serán las competentes; pero no lo ha hecho así, aunque
la redacción literal de los arts. 11, 12 y 26 y 27 sea
bien distinta como resulta fácil comprobar. Pues bien,
es precisamente esa exclusión, a la que conduce la inter-
pretación de la Sentencia, la que justifica, a mi juicio,
el vicio de inconstitucionalidad denunciado en que
incurre el precepto y que nuestra Sentencia debía haber
declarado. La inconstitucionalidad del art. 12 no radica,
en mi opinión, en que los órganos del Estado puedan
recibir y recabar la información mencionada al amparo
de la competencia sobre «seguridad pública», puesto que
esa competencia incluye también la específicamente
policial en todo el territorio nacional, salvo en aquellas
Comunidades Autónomas que han asumido estatutaria-
mente competencia sobre su propia policía (art. 149.1.29
CE). Por el contrario, su inconstitucionalidad se halla pre-
cisamente en el efecto impeditivo o excluyente de esa
regulación legal respecto de la potestad de la Genera-
lidad de Cataluña para recibir y recabar directamente
esa misma información de acuerdo con la competencia
sobre su policía estatutariamente asumida (art. 149.1.29
CE y art. 13.2 EAC).

Disiento del encuadramiento de la regulación del
art. 12 en la materia «seguridad pública» y de la deli-
mitación negativa que la Sentencia se esfuerza en efec-
tuar de que el contenido de dicho precepto no constituye
actividad policial. Efecto que la Sentencia no consigue
a lo largo de las innecesarias y forzadas consideraciones
argumentales que desarrolla en sus FFJJ 8 y 9 b). La
fundamentación de la mayoría se basa, en síntesis, en
una concepción absolutamente restrictiva de la policía
propia de la Generalidad de Cataluña, prevista en el art.
149.1.29 CE y en el art. 13.2 EAC. Esa «policía» se
define como «policía gubernativa», claramente identifi-
cable dentro del género de la «policía administrativa»,
caracterizándose por un elemento subjetivo (ser desem-
peñada por «los cuerpos de policía gubernativa») y por
varias notas objetivas: fundamentalmente, por tratarse
«primariamente» de «una actividad de índole material,
no jurídica, sin perjuicio de que con carácter circuns-
tancial a lo largo de diferentes etapas históricas pueda
haberse atribuido, o pueda atribuirse, a los cuerpos de
policía gubernativa algún tipo de actividad jurídica, aun-
que no les sea genuinamente propia» (FJ 8). Mi dis-
conformidad se centra, precisamente, en esa caracte-
rización de la «policía» de la Generalidad de Cataluña

como «policía gubernativa» con las notas ya señaladas
y su consiguiente proyección sobre el art. 12 de la
Ley 3/1996, en cuya regulación la Sentencia identifica
el establecimiento de un «control preventivo de carácter
prepolicial», que «toma su sentido en conexión con ...
la licencia de actividad» del art. 11 de dicha Ley (FJ 9.b).
Las razones que sostienen mi desacuerdo con tales cali-
ficaciones responden a un triple orden de consideracio-
nes y se refieren: a la imprecisión del concepto de «policía
gubernativa» elaborado por la Sentencia, carente por
ello de idoneidad para dar fundamento al fallo; al carácter
ajeno de tal concepto respecto del sistema constitucional
de distribución de competencias; y por último, al apar-
tamiento de aquella concepción de la «policía» de la
doctrina consolidada de este Tribunal en relación con
el ámbito de la competencia autonómica sobre su propia
policía ex art. 149.1.29 CE.

1. Las referencias a la «policía gubernativa» con-
tenidas en el FJ 8 de esta Sentencia constituyen afir-
maciones de principio, determinantes en la fundamen-
tación del fallo, que siguen una argumentación tópica,
pues no se justifican en la propia Sentencia, sino que
se traen a ella como categorías comunes del Derecho
público, aceptadas y compartidas por la comunidad jurí-
dica; ahora bien, es sabido que este tipo de argumen-
tación pierde su virtualidad cuando tales presupuestos
quiebran. Tal es lo que ocurre en la presente Sentencia.
En primer lugar, la expresión «policía gubernativa», toma-
da en su sentido subjetivo, carece de cuño propio en
nuestro Derecho positivo. En el ámbito de la seguridad
pública las leyes utilizan comúnmente las expresiones
«autoridad gubernativa» y «agente de la autoridad guber-
nativa». Más recientemente, en la Ley Orgánica 1/1992,
de 21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciu-
dadana, se hace referencia a las «autoridades compe-
tentes en materia de seguridad» junto a los «miembros
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad» (arts. 1 y 5.1,
entre otros). De otro lado, las referencias doctrinales al
uso se refieren normalmente a la «policía de seguridad»,
no a la «policía gubernativa». Con lo expuesto no trato
de negar que la expresión «policía gubernativa» haya
tenido y tenga cierta utilización entre nosotros, sino de
afirmar que no goza de la aceptación y precisión semán-
tica y conceptual suficientes como para ser fundamento
de una argumentación ulterior, como hace la Sentencia.

Tampoco resulta incontrovertida en el Derecho públi-
co la caracterización objetiva que de la «policía guber-
nativa» lleva a término la Sentencia, esto es, su carácter
primariamente material y no jurídico. No pongo en duda
que la distinción entre la actuación jurídica y material
de la Administración cuente con un comprobado arraigo
en el pensamiento jurídico europeo y haya estado y siga
estando ampliamente difundida entre nosotros. Carece,
sin embargo, en mi opinión, del valor argumentativo del
que se le dota en el texto de la Sentencia, pues dejando
a un lado las dificultades de calificación y encuadramien-
to doctrinal de la actividad de la policía de seguridad
en los términos de dicha distinción -desde luego, no es
unánime la consideración de aquella actuación policial
como actuación «material»-, lo cierto es que la misma
desplegaba su sentido entre nosotros en un determinado
modelo de jurisdicción contencioso-administrativa, que
basaba la fiscalización de la actuación administrativa en
la existencia de un «acto administrativo previo», suscep-
tible de impugnación y anulación. En ese modelo de
jurisdicción contenciosa la «actuación material» no era
susceptible de fiscalización judicial directa. Arrumbado
ya ese modelo, la vigente Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa,
permite el control judicial de toda actuación adminis-
trativa, sin necesidad de más distinciones. Pues bien,
y volviendo a lo que ahora importa, no puede tomarse
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hoy como enunciado jurídico incuestionable —y en la
misma medida base argumental incontrovertible— la divi-
sión de la actuación administrativa en jurídica y material
sobre la que se basa la caracterización que la Sentencia
efectúa de la «policía gubernativa».

Basta, en fin, un rápido repaso al listado de funciones
de las «autoridades» y «miembros de las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad», contenidos tanto en el Estatuto de
Autonomía de Cataluña (art. 13.2) como en la Ley Orgá-
nica 2/1986, de 13 de marzo, de fuerzas y cuerpos
de seguridad, para comprobar que tanto las «autorida-
des» como sus «agentes» pueden adoptar múltiples deci-
siones y resoluciones —con formas de expresión también
muy diversas— de las que derivan derechos, deberes
y prohibiciones para los ciudadanos. Con lo que, vuelvo
a insistir, la caracterización objetiva de la «policía guber-
nativa» como actividad primariamente «de índole mate-
rial, no jurídica», no presenta la precisión y claridad sufi-
cientes en nuestro Derecho como para vertebrar sobre
ella la argumentación en un proceso constitucional de
control de Ley.

Sobre todo ello me resulta difícil admitir que esa
caracterización discutible pueda tener una consecuencia
tan relevante cuando la propia Sentencia la niega al reco-
nocer a la potestad sancionadora, de indudable natu-
raleza jurídico-administrativa, el carácter de «competen-
cia instrumental de la principal» también en los casos
en que esta última se inscribe en la materia policial.
Así en su FJ 9 c) precisa: «Es cierto que la propia legis-
lación orgánica estatal reconoce que la competencia de
las Comunidades Autónomas sobre su policía incluye
la potestad sancionadora correspondiente al ámbito de
actividad de ésta», reproduciendo a continuación la Dis-
posición adicional de la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana.
Sin embargo, añade, «la exégesis de este precepto no
permite llegar a la conclusión de que en él se atribuya
a las autoridades de las Comunidades Autónomas, sin
matices, la competencia sancionadora en materia de
seguridad pública, pues debe advertirse que el precepto
delimita su mandato en su inciso final al referirse a “las
materias sobre las que tengan competencia”. Tales mate-
rias son en este caso las estrictamente policiales. Ciñén-
donos al ámbito competencial que ahora nos ocupa,
resulta así que la Generalidad de Cataluña sólo podrá
imponer sanciones, al amparo de su competencia para
la protección de las personas y los bienes y para el man-
tenimiento de la seguridad ciudadana, cuando dichas
sanciones se inscriban en el ámbito estricto, orgánico
y funcional, de la actividad de su Policía autónoma».

2. Además, y esta razón de mi respetuoso disen-
timiento de la Sentencia es aún más relevante, el con-
cepto de «policía gubernativa», tal y como se utiliza por
ésta, es también inadecuado para la argumentación
constitucional por su carácter netamente ajeno o externo
al sistema constitucional de distribución de competen-
cias. Este Tribunal ha rechazado con contundencia que
la interpretación de las materias competenciales se haga
depender de opciones doctrinales externas al propio sis-
tema constitucional e inmersas en una polémica siempre
viva y abierta (por todas, STC 35/1982, de 14 de junio,
FJ 2). Pues bien, el concepto de «policía gubernativa»
que diseña el FJ 8 de la Sentencia patentemente pre-
senta esa condición extraña al sistema constitucional
de distribución de competencias.

De un lado, la caracterización de la policía del
art. 149.1.29 CE como actividad «de índole material,
no jurídica» supone la introducción de una distinción
(lo «jurídico» por un lado, lo «material», por otro) ajena
al sistema constitucional de distribución de competen-
cias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. El
bloque de la constitucionalidad identifica con frecuencia

materias de competencia compartida entre el Estado y
las Comunidades Autónomas. Entre las distintas formas
de articulación de competencias compartidas tiene espe-
cial relevancia la que distingue entre las tareas de regu-
lación o normación, de un lado, y las de ejecución o
aplicación, de otro lado. Pero es extraño al sistema cons-
titucional de distribución del poder la distinción, dentro
de las funciones ejecutivas, entre un ámbito de actuación
jurídico-administrativa y otro jurídico-material.

De otro lado, la caracterización de la policía propia
de Cataluña como una «policía gubernativa» que ejerce
primariamente funciones de índole material no tiene asi-
dero hermenéutico alguno en el texto literal del
art. 149.1.29 CE ni en las normas integrantes del bloque
de la constitucionalidad a las que remite el citado pre-
cepto constitucional. La «policía gubernativa» de la que
se habla no es una categoría que derive, por un pro-
cedimiento de interpretación normativa, del enunciado
literal del art. 149.1.29 CE. No dudo de que el
art. 149.1.29 CE, en su referencia a las policías de las
Comunidades Autónomas, precisa de una labor ulterior
de concreción interpretativa. Ahora bien, el art. 28.1
LOTC impone a este Tribunal identificar el alcance de
las materias contenidas a partir de «las leyes que, dentro
del marco constitucional, se hubieran dictado para deli-
mitar las competencias del Estado y de las diferentes
Comunidades Autónomas». En este caso, la delimitación
del concepto de policía del art. 149.1.29 CE ha de bus-
carse en el Estatuto de Autonomía de Cataluña y en
la ya citada Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo,
de fuerzas y cuerpos de seguridad. Pues bien, la enu-
meración de las funciones de los cuerpos de policía de
las Comunidades Autónomas (art. 38 de dicha Ley Orgá-
nica 2/1986) no permite concluir que se trata de actua-
ciones meramente «materiales». En efecto, el art. 38
de la Ley Orgánica 2/1986 se refiere a tareas de vigi-
lancia, protección, inspección e incluso coacción. En ese
marco funcional actúan tanto las «autoridades» policiales
de las Comunidades Autónomas como los «agentes» de
sus cuerpos policiales; y nada permite afirmar que en
aquel marco funcional sólo tengan lugar actuaciones
«materiales».

Por último, resulta obligado destacar que la utiliza-
ción, en el juicio de constitucionalidad, de categorías
externas a la propia Constitución produce los perversos
efectos que las premisas lógicas del juicio de consti-
tucionalidad tratan de evitar: la «desconstitucionaliza-
ción» de las nociones constitucionales y del canon de
constitucionalidad, proyectada en el caso que nos ocupa
sobre la materia competencial policía (art. 149.1.29 CE).
La Sentencia afirma las dificultades para proceder a una
caracterización «de modo apriorístico» de los diferentes
tipos de actividad administrativa como propios de la «po-
licía gubernativa». A esas dificultades añade el obstáculo
«de que tampoco existe en la Constitución una definición
apriorística indiscutible, de sentido objetivo, de cuál deba
ser la caracterización precisa de los actos de la policía
gubernativa». Y es aquí donde desafortunadamente con-
sidera que «la única caracterización más segura al res-
pecto es la de que la actividad de los cuerpos de policía
gubernativa es primariamente una actividad de índole
material, no jurídica» (FJ 8); «la actividad material», rei-
tera en el FJ 9 a), «es la que genuinamente caracteriza
la de los cuerpos de la policía». Para resolver tales difi-
cultades, para las que tal caracterización resulta inser-
vible, la operación a la que la Sentencia se ve abocada,
a la postre, no es otra que la de reconocer plena dis-
ponibilidad al legislador para efectuar esa caracterización
mediante la atribución de funciones a los cuerpos de
policía gubernativa o, lo que es lo mismo, otorgar valor
determinante a las propias atribuciones efectuadas por
la Ley impugnada.
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Así el FJ 9 b) de la Sentencia afirma: «Dentro de
la inconcreta definición de los actos propios de los cuer-
pos de policía gubernativa tal vez no hubiera sido recha-
zable el que el control a que se refiere el art. 12 hubiera
podido atribuirse a dichos cuerpos como actividad inhe-
rente o complementaria de la propia de los mismos,
en el sentido que se dio a esa idea en Sentencias pre-
cedentes ya citadas (SSTC 104/1989, 175/1999, y
148/2000). Pero que ello hubiera sido posible, no supo-
ne que deba ser necesario, y menos el que pueda con-
siderarse contrario al orden constitucional de distribu-
ción de competencias el que una Ley estatal confíe pri-
mariamente ese control preventivo genérico a órganos
puramente administrativos». Conforme a este razona-
miento, que en modo alguno puedo compartir pues hace
inútil nuestra función de control de constitucionalidad
de la ley, la materia competencial policía (del
art. 149.1.29 CE) no se define a partir de las normas
del bloque de la constitucionalidad, sino por referencia
a lo que en cada momento y materia diga la Ley: es
la propia Ley 3/1996 la que, excluyendo a las policías
de las Comunidades Autónomas de ciertas funciones
de control e información, determina los confines de la
materia policía. De esta forma no se analiza la ley desde
y según la Constitución, sino al revés, la Constitución
desde y según la ley, invirtiéndose una premisa elemental
de todo juicio de constitucionalidad: que la ley enjuiciada
no puede ser, al tiempo, canon de su propia cons-
titucionalidad.

3. Finalmente, tampoco puedo compartir el cambio
de rumbo y el abandono de nuestra doctrina anterior
en materia de seguridad pública por la Sentencia de
la mayoría, apartamiento que conlleva una notable res-
tricción del ámbito que aquella doctrina reconoce como
competencia de las Comunidades Autónomas sobre su
propia policía.

Será necesario, desde esta última perspectiva, reiterar
las consideraciones críticas ya realizadas que arrancan
de la, en mi opinión, incorrecta configuración de la com-
petencia de policía como una mera actividad material,
no jurídica, y de su consiguiente desconstitucionaliza-
ción, que se separa y opone a la ya efectuada por las
SSTC 104/1989, FJ 6, 175/1999, FJ 5, y 148/2000,
FJ 10. Sabido es que las citadas decisiones delimitaron
dos ámbitos en la materia «seguridad pública»: el propio
de los servicios policiales en sentido estricto y el de
otros servicios y actividades de distinta naturaleza y fina-
lidad, de modo que el segundo de dichos ámbitos corres-
ponde a la materia genérica de «seguridad pública»,
mientras que el primero, que acota al segundo, se iden-
tifica con la submateria «policial». Sin embargo, en esas
resoluciones se reconoce que las tareas estrictamente
policiales no son separables de la serie de facultades
administrativas que le son inherentes o complementarias
y que, claro es, tienen una dimensión jurídica y no sólo
material.

La presente Sentencia, en cambio, rehuye esa dis-
tinción entre «servicios policiales» y «servicios adminis-
trativos inherentes o complementarios», de modo que
estos últimos dejan de ser atraídos por lo policial y se
sitúan en el ámbito genérico de la «seguridad pública»,
ajeno al de los servicios policiales.

La inclusión en los servicios policiales de los servicios
administrativos inherentes o complementarios tenía en
aquellos pronunciamientos como consecuencia explícita
que las obligaciones genéricas, de información o de otra
naturaleza, ordenadas a los fines de prevención e inves-
tigación de hechos delictivos, de indudable naturaleza
prepolicial, se insertaban en el ámbito de los servicios
policiales y, por tanto, correspondían a las Comunidades
Autónomas con competencia en materia de policía
propia.

En este caso, por el contrario, la recepción y reque-
rimiento de información, siendo tan genérica como en
el de la STC 175/1999 en orden a la investigación y
prevención de delitos, conforman lo que la Sentencia
denomina una «actividad prepolicial» o «de control pre-
vio» y se incluyen en la materia «seguridad pública»,
con la consiguiente restricción del ámbito autonómico
de competencia en beneficio de la esfera estatal.

La separación se produce asimismo en relación con
nuestra doctrina acerca de la información relativa a deter-
minadas actividades relevantes para la seguridad ciu-
dadana (art. 12 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de
febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana).
En la STC 175/1999 consideramos que dicha informa-
ción había de ser proporcionada por los sujetos obligados
a los servicios policiales, de modo que, con ello, tal obli-
gación se configuraba como una actividad prepolicial
de investigación de delitos que, por su naturaleza, debía
adscribirse a los servicios policiales en sentido estricto
y, por ello, a las Comunidades Autónomas que hubieran
asumido competencias en relación con su propia policía.

En el caso de la regulación legal que enjuicia la pre-
sente Sentencia, la actividad sobre la que los sujetos
obligados han de proporcionar información es asimismo
relevante para la seguridad ciudadana, pudiendo afir-
marse que tiene incluso una mayor relación con la comi-
sión de delitos que las actividades objeto de enjuicia-
miento en la STC 175/1999, por lo que el desplaza-
miento de la incardinación competencial, desde lo estric-
tamente policial al ámbito genérico de la seguridad públi-
ca produce, como ya he dejado dicho, una considerable
restricción de la competencia de las Comunidades Autó-
nomas sobre sus propias policías. Vuelve tal resultado
a ser consecuencia de la equivocada utilización de la
propia regulación legal como canon de enjuiciamiento
de constitucionalidad. Así lo explica la propia Sentencia
en su FJ 8 a): «es bien cierto que en nuestra
STC 175/1999, FJ 5, ya examinamos una controversia
competencial relativa también a determinadas “activi-
dades relevantes para la seguridad ciudadana”, en con-
creto, y entre otras, las de comercio, reparación y des-
guace de vehículos de motor y compraventa de joyas
y metales preciosos (art. 13.1 de la Ley Orgánica
1/1992) y consideramos allí que en ese caso, atendien-
do a todas sus connotaciones, se reclamaba la conexión
de tales actividades con las funciones policiales o asi-
miladas, puesto que constatamos que las propias normas
debatidas contenían “el dato de la caracterización de
las funciones cuestionadas como propias de los servicios
policiales” (STC 175/1999, FJ 6)». E insiste una vez
más: «Lo relevante en dicha Sentencia, y el elemento
diferencial del caso allí decidido respecto al actual, era
que la norma entonces cuestionada (una Orden Minis-
terial) consideraba a las actividades a las que se refería
como policiales, en el sentido de atribuirlas a cuerpos
de policía del Estado».

Tampoco en relación con los mecanismos de coo-
peración entre el Estado y la Generalidad de Cataluña
sigue esta Sentencia el precedente significado por la
STC 175/1999, FJ 7. Efectivamente, mientras que esta
Sentencia declaró que la información que los sujetos
obligados trasladaban a la Comunidad Autónoma del
País Vasco debía ponerse a disposición del Estado de
acuerdo con el alcance y sistemas que éste estableciera,
en la Sentencia de la que disiento no se posibilita igual
puesta a disposición de la información a la Generalidad
de Cataluña, puesto que en la misma se indica que corres-
ponde al Estado determinar la información que debe
remitir a aquélla (FJ 9.b). Este planteamiento desnatu-
raliza el mecanismo de cooperación, restringe el ámbito
de la competencia autonómica y, con ello, las posibi-
lidades de prevención y lucha contra la delincuencia por
parte de la policía de la Generalidad de Cataluña.
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Por último, la alusión por la Sentencia a la dimensión
supraterritorial de las actividades reguladas por la
Ley 3/1996 (FFJJ 8.a y 9.b) confunde y no hace sino
reforzar innecesariamente el alejamiento de la STC
175/1999. Descartamos allí que la dimensión supra-
comunitaria de las actividades reguladas pudiera ser prin-
cipio determinante de la atribución de competencia en
materia de policía. En cambio, en esta Sentencia se argu-
menta con esa dimensión supracomunitaria en cuanto
elemento complementario que, junto a otros, contribuye
a incardinar las normas impugnadas en el ámbito de
la competencia estatal de seguridad pública cuando ésta
corresponde exclusivamente al Estado sin necesidad de
delimitaciones territoriales, que únicamente operan
sobre la competencia funcional de policía de las Comu-
nidades Autónomas (art. 13.4 EAC). No se trata, pues,
sólo de que tanto en aquel pronunciamiento como en
éste los establecimientos afectados y, por tanto, los suje-
tos obligados a remitir la información y a soportar su
requerimiento se encuentren perfectamente localizados
en el territorio. Es que afirmada la incardinación de los
preceptos legales aquí impugnados en la materia segu-
ridad pública y negada su pertenencia a la policial, la
dimensión territorial nada añade ni quita a la compe-
tencia exclusiva del Estado sobre seguridad pública.

Madrid, a diecisiete de diciembre de dos mil uno.—Ma-
ría Emilia Casas Baamonde.—Pablo García Manzano.—
Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y
rubricado.

909 Sala Primera. Sentencia 236/2001, de 18 de
diciembre de 2001. Recurso de amparo
3542/96. Promovido por don Andrés Cassi-
nello Pérez frente a los Autos de la Sala de
lo Penal de la Audiencia Nacional y del Juz-
gado Central de Instrucción núm. 5, que sus-
pendieron la tramitación de su recurso de ape-
lación contra un Auto del Juzgado que había
acordado medidas cautelares sobre su liber-
tad personal.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
(acceso al recurso legal): suspensión indefi-
nida de la tramitación de un recurso de ape-
lación, mientras se mantenga el secreto del
sumario.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente; don Pablo García Manzano, don Fernando Garri-
do Falla, doña María Emilia Casas Baamonde, don Javier
Delgado Barrio y don Roberto García-Calvo y Montiel,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3542/96, promovido
por don Andrés Cassinello Pérez, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Laura Lozano Mon-
talvo y asistido por el Letrado don Antonio Bernal
Pérez-Herrera, contra el Auto de 3 de septiembre de
1996, de la Sección Primera de la Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional, por el que se desestima el recurso
de queja entablado contra el dictado por el Juzgado
Central de Instrucción núm. 5, de 17 de junio de 1996,
por el que se dejaba en suspenso la tramitación de recur-
so de apelación interpuesto por el demandante de ampa-

ro en el curso de las actuaciones penales, sumario ordi-
nario núm. 17/95. Ha intervenido el Ministerio Fiscal
y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando Garrido
Falla, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal el día 30 de septiembre de 1996, doña
Laura Lozano Montalvo, Procuradora de los Tribunales,
en nombre y representación de don Andrés Cassinello
Pérez, interpuso recurso de amparo contra el Auto de 3
de septiembre de 1996 dictado por la Sección Pri-
mera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
que desestimó recurso de queja interpuesto contra Auto
de 27 de junio de 1996 del Juzgado Central de Ins-
trucción núm. 5, que acordaba la suspensión de la
tramitación de recurso de apelación formulado en el
sumario núm. 17/95, por entender que ambas resolu-
ciones judiciales habían vulnerado el derecho a obtener
tutela judicial efectiva sin indefensión que consagra el
art. 24.1 CE.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) En el marco del sumario ordinario núm. 17/95,
seguido ante el Juzgado Central de Instrucción núm. 5,
se dictó Auto de 21 de mayo de 1996, por el que, al
tiempo que se decretaba la libertad provisional del ahora
demandante de amparo, se adoptaban una serie de medi-
das asegurativas tendentes a evitar que éste se sustra-
jese a la acción de justicia.

b) Frente al referido Auto se interpuso recurso de
reforma y subsidiario de apelación. El de reforma fue
resuelto mediante Auto de fecha 17 de junio de 1996,
en cuya parte dispositiva, y tras desestimar este medio
de impugnación no devolutivo, se decide lo siguiente:

«Admitir en un solo efecto el recurso de apelación
interpuesto con carácter subsidiario por la referida repre-
sentación formándose el testimonio de particulares al
que se refiere el art. 225 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal quedando suspenso la formación del mismo
hasta tanto continúe la causa declarada secreta.»

c) Frente a tal decisión —que el recurrente califica
como una inadmisión de facto de su subsidiario recurso
de apelación—, interpuso recurso de queja, el cual fue
desestimado por la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional mediante Auto de 3 de septiembre de 1996,
cuya fundamentación jurídica es la que a continuación
se reproduce:

«El Juez, cumpliendo lo establecido en el art. 5 LOPJ,
ha tratado de dar a los arts. 226 y 229, párrafo tercero,
LECrim, una interpretación que, a la luz del art. 24 CE,
permita establecer un adecuado equilibrio entre la tutela
judicial efectiva sin dilaciones y el derecho a la no inde-
fensión; indefensión que podría tener origen en el des-
conocimiento por el imputado de elementos que, más
tarde y al conocerlos, llegara a estimar que hubieran
podido ser relevantes para decidir la revisión planteada.
Sin que aparezca que la ponderación llevada a cabo
por el Juez haya de ser necesariamente descartada; para
lo que no cabe dejar de tener en cuenta que las medidas
a que afectaba la suspensión momentánea de la revisión
no eran privativas de libertad sino de las más débiles
pensables. Y no se diga que el Juez pudo y debió recoger
en el testimonio, con arreglo a su criterio y sin parti-
cipación del defensor del imputado, todos los elementos
relevantes para la apelación; pues difícilmente iban a
coincidir, sobre la calidad de relevancia, los criterio de
Juez y Defensor. En consecuencia, no se aprecia dene-
gación de la admisión del recurso sino paralización moti-
vada constitucionalmente de la tramitación.»


